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Yo amo al jurado popular porqirr es supcrior a los 
jueces de derccho. Porque sus componentes di~tan sus fillos no apegados 

a Ia letra tnucrta (fe Ia Icli. sino aldictado dc su corazón de hombres.' 

SUMARIO: I. Introducción; 11. Los origenes delJurado para delitos conrunes; 111. Los cambios; 

IV El delrate; K Corzsideraciones finales. 

Con estas palabras José María Lozano se despidió del jurado popular.' 
Las pronunció a finales de 1929, durante el proceso celebrado contra María 
Teresa Landa, la "Señorita México" acusada de asesinar a su esposo. No Fue 
el último juicio por jurado, pero sí la última audiencia en que participó el 
eminente jurista porfkiano y porfirista que, tras la Revolución y el destierro, 
se convirtió en un célebre abogado defensor. Y es que el jurado popular para 
delitos comunes quedaria abolido pocos días después. 

-- - 
* Universidad Nacional Autónoma de México. 
1 Discurso de José Mana Lozano, en Excélsior, lo. de diciembre de 1929, segunda sección, p. 8. 

El jurado es un órgano integrado por jueces prohsionales (jueces de derecho) y por jurados 
(jueces no profesionales o de hecho). Los jurados juzgan los hechos y, con base en su veredicto, 
los jueces aplican la ley. Por tanto, el jurado es un individuo que, sin carácter público de 
magistrado, es llamado anre un uibunal para determinar la inocencia o culpabilidad del procesado 
y, en ocasiones, calificar los hechos que acompañaron al delincuente o a su delito, y su declaración 
sirve a los jueces para aplicar la ley y fijar la sentencia. Esta caracterizaci0n ha permanecido a lo 
largo de los anos. Conio ejeniplo, Escriche, Joaquín, Di~iiottr~ritl raz~~trndc~ dc lqisklcicin civil, petral, 
íc~mcriiill y tiirense. Con iitds dcl dcreiho, nolas y cldicionrs pirr cl kcniiado Juan Roifr[<rrez de San /bl~&rcl, 
(la. edición 1837), México, UNAM-IIJ, 1996 (Serie C: Estudios Históricos, 36), p. 367: Emilio 
A. Martinez. "El jurado en materia criminal es una forma de procedimiento inconveniente en el 
país", en ElForc1, años XVII, XLVllI (núms. 32-35), S1 a 25 de febrero de 1897, núm. 32, p. 1; José 
T. Palacios y I'elayo, Y j ~ r r i i d ~ ~  y;ly,rlar rn A ti.vico: tc'i, itrnmirirl a Ir7 soi.tcni~f~~ por el licrt~iiudo Demrrrio 
Saii en su obra reldtiva, México, IJNAM, 1922, p. 19, y De Pina, Kafael, "El tema del jurado", en 
(~rimindlid, VI1 (núm. 6) ,  1941, pp. 345-349. 
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Así, en 1929, se suprimió una institución que se había originado 
en 1869.3 Pero esa no es la fecha de nacimiento del jurado en México, sino 
sólo del de delitos comunes, pues el jurado para delitos de imprenta 
nació al mismo tiempo que la nación mexicana. De hecho, la institución 
del jurado es muy remota, y se ha utilizado en diversas épocas de la 
historia. En el siglo XIX algunos regímenes liberales europeos y america- 
nos la hicieron suya, pues se consideró como esencial a las instituciones 
representativas y a los valores más caros del modelo político y social 
emanado de la doctrina liberal: se decía que garantizaba la división de 
poderes y la autonomía del judicial; que constituía una de las expresiones 
de la soberanía popular, pues el pueblo intervenía directamente en 
la administración de justicia; que respondía a la igualdad jurídica, y que 
aseguraba el derecho de los individuos a un juicio justo. 

Fueron esos argumentos los que, desde los primeros años de vida 
republicana, se arguyeron para adoptar en México el juicio por jurado. 
Y valieron, pues se adoptó para los delitos de imprenta, para delitos 
comunes y para delitos cometidos por funcionarios o empleados del 
Estado, aunque no al mismo tiempo. El jurado de imprenta se creó en 
1821, se suprimió en 1883 y se retornó a partir de 1917; el de delitos 
del fuero común inició en 1869 y se suprimió en 1929; y el de delitos ofi- 
ciales se adoptó a partir de 1917. Así, entre 1846 y 1869 el jurado 
popular conoció de los delitos de imprenta, entre 1869 y 1883 de los 
de imprenta y los comunes, entre 1883 y 1917 de los comunes, entre 
1917 y 1929 de los de imprenta, los comunes y los oficiales, y a partir 
de 1929 de los de imprenta y los oficiales. Por ello -si bien en este 
texto sólo me ocuparé del jurado para delitos comunes- es impor- 
tante señalar que entre 1869 y 1929 la institución también se ocupó de 
otros delitos, y que no resulta posible escindir completamente la historia 
de los tres tribunales. 

Lo suspendió provisionalmente Venustiano Carranza en 1914 (Diario 0 f ; c i~ l  El Constitucionalisto, 
11 (núm. 32), 3 de octubre de 1914), pero volvió a funcionar en 1919 (Ley Orgánica de Tribunales 
del 9 de septiembre). 

~i ib l ioteca 
Ma. Cristina Salmorán de Tamayo 



Por otro lado, al estudiar el jurado me interesan tres aspectos. 
En primer lugar su adopción, punto al que dedicaré el primer inciso, en 

el cual trataré los orígenes del tribunal, las ideas que lo fundamentaron y 
las leyes que le dieron vida. En segundo lugar sus transformaciones, 
a lo cual destinaré el segundo inciso, dedicado a los cambios legales. 
Cabe señalar que algunos autores ya han reconstruido la historia 
legislativa'del jurado, o más bien de los jurados (de imprenta, de 

delitos comunes y de delitos oficia le^).^ Aunque, al igual que ellos, 
revisé constituciones o códigos políticos (1857 y 1917), códigos penales 
(1871) y procesales (1880, 1894 y 1929), leyes de organización de 
tribunales del fuero común (1880, 1903, 1919, 1922 y 1928)," leyes 
de jurados (1869 y 1891),%0 presentaré un recorrido cronológico, sino 
que agruparé las transformaciones en tres campos que considero 
ese~iciales para comprender el carácter y los alcances de la institución: 
el nombramiento o la elaboración de los padrones, las atribuciones de 
los tribunos y competencia del tribunal, y la composición o el perfil 

de los jurados. 

Para un seguimiento de la legislación en torno al jurado ver Sodi, Demeuio, Eljtrrado en México, 
(la. ed. 1909), M M c o ,  Botas, pp. 1-58; das trabajos contempor6neos: Acosta GalAn, Roberto, 
''El jurado popular", en Criminulia, XiVI (núm. 1-12), enero-diciembre de 1980, pp. 117-124, y 
Ovalle Favela, José, "Los antecedentes del jurado popular en México", en Cnminalia, XLVII (núms. 
7-9j, julio-sepiiembre de 1981, pp 61-94. 
L~~ doe Organización de Tribunales del Distrito Fedeial y Territorio de la Baja California, 15 
cie septiembre de 1880 (en Adcmoria que el Secretario de Justicia e It~stnicciotr Públi~a, Lic. Ezeqtiiel 
Montes, presenta al Congreso de la Vnidn ..., México, 1882, Tipografía literaria de Francisco 
Mata, Documento 46, pp. 41-54); Ley de Organización Judicial para el Disuito Federal y 
Territorios Federales, 9 de sfptiembre de 1903 (Médco, Imprenta de J. F. Jens Sucesores, 
1903. También en Allerneria qrre E/  C. Secret~rio de 6rado y del Despoclio deJusricin, Lic. Justino 
Ferndndex, presenta al Catzgreso de la Unión.. ., México, Impretlta de Antonio Enríquez, 1910, 
t. 1, Documento 70, pp. 247-281); Ley Orgánica de los Tribunales del fuero comíin en el 
Disaito y Texntorios de la Federación, 9 de septiembre de 1919 (en Diaria Oficial, XIII (núms 
11 ,  13 y 14), 15, 17 y 18 de septiembre de 1919); Ley orgánica de los tnbunalec del fuero 
cornúii eil el Uistrito y territorios Federales, 29 de diciembre de 1922 (en Diario Oficial, XXII, 
(núm 96), 29 de diciembre de 1922), y Ley Orgánica de los Tribunales del Fuero común en 
el Distrito y Territorios Federales, 31 de diciembre de 1928 (ea D I U ~  Oficial, U1 (núms. 1- 
7),2-9 de enero de 1929. También en Revista dc Ciencias Socialel, VI1 (núm. l), enero de 1924, 

6 
pp. 5-71), 
Ley de Jurados en Materia Criminal para el Disurto Federal, 15 de jrinio de 1869 (en Diario 
Oficial, nocurncnto 5292, 18 de junio de 1869); y 24 de junio de 1891 (en Lepjslacrón mexrcanu 
o mkczidn ccomplcu dc las drsposiciones Icpi5larrvas cxpcdidas desde la independencia de la RtpÚb6~, t. XXI, 
Documento 11,228, pp. 494-513). 
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Me interesa, por último, el debate en torno a1 jurado popular, 
mismo que reconstruiré en el tercer inciso. Si en un  principio los 
argumentos que se emplearon para instalar el tribunal respondieron a 
la lógica liberal, en otro momento esa misma lógica se utilizó para rebatir 
su adopción, y luego, en los años siguientes, fue atacado coi1 lógicas 
distintas. Lo mismo sucedió al momento de suprimirse el tribunal, pues 
tampoco fueron aceptadas por todos las ideas que acompañaron su 
disolución. Así, a lo largo de su existencia, la institución tuvo defensores 
y detractores, muchos respetaron el lenguaje liberal, otros adoptaron 
las premisas de la escuela positivista, y otros más un lenguaje de conte- 
nido social emanado de la Kev~lución.~ También algunos aspectos de 
este debate han sido  estudiado^;^ sin embargo, me propongo aquí una 
reconstrucción más amplia. 

En primer lugar, me interesa abarcar toda la vida del jurado popular 
y rebasarla, pues considero necesario remontarme hasta los debates del 
Constituyente de 1857 y avanzar hasta los que siguieron a un primer 
intento de reimplantación, que data de 1938. En segundo término, me 
propongo abarcar la opinión de diversos grupos, empezando por los 
"operadores del derecho" o los individuos involucrados en la formulación 
o enseñanza del derecho y la práctica judicial. Para ello consulté obras, 
Eolletos y tesis; asimismo, tras revisar revistas jurídicas, encontré 
colaboraciones sobre el jurado en El Foro (1873-1899), Revista de legislación y 
Jurisprudencia (1889-1890 y 1893-1907), Revista de Ciencias Sociales (1921-1931), 

' Para la adopción o adaptación de las ideas de las escuelas liberal y positivista de derecho 
penal en México ver Buffington, Robert, Criminales y ciudadanos en el México Moderno, México, 
Siglo XXI, 2001, (Criminología y Derecho), pp. 21-100; Padilla Arroyo, Antonio, De Belcm a 
Lecumberd. Pensumienro social y penal en el México decimonónico, México, Archivo General de la 
Nación, 2001, pp. 97-144; Piccato, Pablo, "El discurso sobre la criminalidad y el alcoholismo 
hacia el fin del porfiriato", en Ricardo Pérez Montford (coordinador), Hábitos, normus y escándalo. 
Prensa, criminalidad y drogas en elpo$riato rardró, México, Ciesas-Plaza y Valdés Editores, 1997, 
pp. 75-142, 63-71; Speckman Guerra, Elisa, Crimen y casrigo. Legislación penal, inrerpreraciones 
de la ctiminalidad y administración deiusticiu (ciudad de México, 1871-f9l$}, México, El Colegio de 
MexicoIUNAM-IIH, 2002, pp. 83-1 10, y Urías, Beatriz, Indkena y criminal. lnterpreracioncs del 
derecho y Irr anfr~yologia efi México 4871-1921, México, Universidad Iberoamericana, 2000, 
pp. 145-166. 
Para los argumentos prevalecientes en el PorEiiiato, y publicado en dicha época, ver Sodi, D. 
Eliurado ... cfr., pp. 355-419. Para un trabajo contemporáneo: Padilla Arroyo, Antonio, "Los 
jurados populares en la administración de justicia en México en el siglo XIX", en Secuencia, 
(núm. 47), mayo-agosto de 2000, pp. 137-165. 



La Justicia (1931-1'941) Los Tribunales (1925-1927) y Criminalia (1931 en 
adelante), pero, como ya dije, me interesa ir más allá de la escisión entre 
especialistas que provienen de un mismo grupo profesional y socio- 
cultural, y conocer la visión de otros sectores, así que busqué en obras 
literarias -en las novelas de Ángel de Campo y de Federico Gamboa-, 
donde encontré importantes referencias, 

Adicionalmente consulté periódicos; la mayor parte de las notas 
provienen de El Imparcial, diario que recorre buena parte del periodo de 
estudio, y que resulta crucial por su cercanía con el régimen porfirista y 
su papel en la modernización de la prensa y en la introducción de la 
noticia y el reportaje, en especial el de nota roja. Para fechas claves dentro 
de la historia del jurado revisé otros diarios: para su implementación, 
El Monitor Rep!publicano y El Srgfo XIX, que eran los dos periódicos más 
importantes del momento y que por ser de carácter liberal y estar cerca 
de los gobernantes les dieron amplia cobertura a sus leyes y proyectos; 
y para su supresión, El Excélsior y La Prensa, que al igual que El Itnparcial 
-aunque muchos años más tarde- le dieron amplia cobertura al reportaje 
de nota roja. 

Para concluir, considero importante adentrarme en las preguntas que 
recorrerán el trabajo, pues el tema del jurado abre la puerta a interesantes 
cuestiones. La primera de ellas es: $A quien corresponde elaborar y aplicar 
la ley< En algunos periodos se abrió espacio a los particulares, pero a partir 
del siglo XIX se consideró que eran atribuciones exclusivas del Estado o, 
en el mejor de los casos, del pueblo. Con ello inició la etapa del 
"absolutismo jurídico": el Estado monopolizó la elaboración del derecho 
y dejó fuera a los "particulares" -con lo que se eliminó la distinción entre 
ley y derecho- y también la práctica del derecho, pues la justicia fue 
entendida como la "correcta aplicacion de la ley del EstadoJJ.' 

9 
Ver Grossi, Paolo, "Absolutismo jurídico y derecho privado en el siglo m", Discurso leido en 
la ceremonia de investidura como Doctor Honoris Causu en Derecho, Universidad Autónoma de 
Barcelona, 1991, y Arenal Fenochio, Jaime del, "El discurso en tomo a la ley: el agotamiento 
de 10 privado como h e n u  del derecho en el México del siglo m", en Brian Connaughcon, Carlos 
Illades y Sonia Pérez Toledo (coordinadores), Consrruiiión de la lcgi~imidad polinca en Méxi~o ,  
PP. 303-322). 



Ello nos lleva a dos cuestiones. La primera es que, si se considera 
que Ia administración de justicia corresponde al pueblo soberano, 2como 
ejerce éste su prerrogativa. Puede hacerlo a través de sus representantes, 
que son individuos especializados o jueces profesionales, electos par 
votación o nombrados por individuos electos por votación; o bien, 
participar directamente en la práctica judicial a través del jurado. Y, si se 
adopta éste, ?qué papel le toca desempeñar, cuál es su posición frente a 
los jueces profesionales, y qué delitos le toca conocer. 

La segunda es que, si se acepta que la justicia debe ceñirse a la ley 
y, por tanto, debe eliminarse el arbitrio judicial, 3cÓmo se interpretan las 
desviaciones. Para esta pregunta hay varias respuestas. Si se supone que 
la ley representa verdades o nociones únicas y compartidas, la desviación 
sería interpretada como resultado de simples errores judiciales; pero si se 
considera que sólo representa la postura de un grupo (los legisladores y 
seguramente un sector sociocultural que comulga con su propuesta), la 
desviación podría explicarse como resultado de ideas y valores alternativos 
por parte de los juzgadores. 

La admisión de la coexistencia de diversos códigos de conducta y 
de valores llevaría, su vez, a una pregunta fundamental: $Cuál de estos 
conjuntos de ideas o de principios morales debe imponerse al momento 
de juzgar, el de los legisladores, el de los jueces, el de los sectores 
populares ... t o, lo que es lo mismo: ?Deben juzgar los jueces o los miem- 
bros del pueblo<, $qué agente ofrece una justicia más equitativa. 
Se puede pensar que los individuos comunes y corrientes están más cerca 
de los códigos de los delincuentes y, por tanto, el jurado promete un 
juicio de pares, o bien, dada la multiplicidad de grupos socioeconómicos 
y culturales, se puede negar la posibilidad de paridad y considerarse que 
es mejor contar con jueces profesionales y apegados a la ley, pues con ello 
puede sacrificarse la equidad pero se garantiza la igualdad. 

Como se verá a lo largo del trabaio, tanto los individuos que 
debatieron en torno al jurado como los legisladores que regularon su 
funcionamiento dieron una respuesta o asumieron una postura frente 
a estas interrogantes, que resultan esenciales no sólo para entender al 



jurado popular, sino también para adentrarse en el análisis de la 
administración de iilsticia en general. 

11. LOS OR~GENES DEL JURADO PARA DELITOS COMUNES 

Desde la obtención de la independencia se argumentó que el jurado era 
una institución esencial a la den~ocracia y a la libertad. Esta idea sobrevivió 
al paso del tiempo. En 1900 escribió Ricardo Rodríguez: 

El jurado solo puede vivir bajo la égida de la libertad, porque es una de las 
tantas manifestaciones del espíritu democrZtico, del cual depende su esta- 
hlecimiento, su desarrollo, sus verdadelos frutos y la razón de su existencia 
en la vida jurídica."' 

Y sobrevivió al estallido de la Revolución. En 1931, en el nlismo tono 
que Rodríguez, Eduardo Pallares sostuvo: 

El jurado simbolizó el triunfo político de las democracias del siglo XIX, que 
arrancaron a los monarcas y a las clases privilegiadas, una justicia más 
hunianri y equitativa que la excepcional y privilegiada que impartían el 
monarca o las clases aristocráticas." 

Como ya dije, el jurado se consideraba inherente a la democracia, 
pues encarnaba sus principios más preciados, ademis de responder 
a los postulados de la doctrina liberal. Se creía que manifestaba amplia- 
mente la soberanía popular, pues si en los otros dos poderes el pueblo 
participaba por medio de representantes, gracias al jurado su parti- 
cipación en el Judicial era directa. Así lo expresó Laglois en las sesiones 
del Congreso Constituyente de 1856: "Los pueblos libres son los 
Únicos que se juzgan a sí misnios, los monarcas absolutos no lo 
permiten".]? 

111 Hodrigtiez, Kiianlo, ~ ~ l ~ ~ r ~ r t i < r r l ' i m ~ ~ ~ r t r , ~ ~ e r r t l l r ~ t r  lIliC~ito, 2' ed,, M?xict>, Sccrrtaria de Fomento, 1~00.  
PP. 4 10-4 1 1. 'I;iiiihi(.n cii iili trahaio presciitado itn 1.1 coiliiirso cleiltific~ y artistico del centenario 
t r~rivi~iiitiir pcir I;i Acadeinia Mcxicatia de Jiirispriidcncin y LepislaciS,n, y que fue publicado 
hain el tinilo I.ews 'lcl I)ni(.i*iiinricnk~ I'cnrll. Mexicn, tipopraha de la viiida de Francisco Diaz de Leo% 
191 1 ,  pp. M-h4. 

" I'allares, F,ciu;irrii~, "El iiirado popular". en I.ii,/rr~rr~i,i, año I I ,  t .  II (riOrii. 23), mayo de 1932, PP. 
4-5. 

1 .' I )¡si iirscl d<. I.nglois en el C:oiigrrsc> (:or,sritiiyciitp, sesitiii del 18 de agosto de 18.56, en Zarco. 
Fraricisco, /li\ti~ri,~ del c:i,ngrt5a c>nstiruvcnrc, Mexiso, INEHKM/(;obierno del Estado de Purblii, 
1987, pp. :!on-207. 



Por otro lado, se consider6 que el jurado garantizaba la autonomía 
del Poder Judicial, es decir, que por emanar directamente del pueblo 
resultaba ajeno al Ejecutivo. LO pensó de esa forma José María Luis Mora, 
quien en 1827 sostuvo que, a diferencia de los jueces, los jurados no 
eran "accesibles a los medios de soborno y corrupción".'.' Por su parte, en 
las sesiones del Congreso Coi~stiniyente de 1856, José María Mara a h ó :  
"el jurado encuentra una independencia que no pueden tener los jueces, 

que dependiendo de los gobiernos tienen que esperar o que temer";'" 
de ahí que, en el mismo foro, Laglois definiera al tribunal popular conlo 
"el baluarte más eficaz de las libertades públicas" y conio el medio que 
permitía al pueblo defenderse contra "la tiranía y la opresión".'" 

También se dijo que aseguraba el respeto a los derechos individuales 
y, dentro de ellos, un juicio justo y público, pues la publicidad impedía 
ocultar abusos o atrocidades por parte de las autoridades. Además, se 
suponía que los pares juzgarían de forma equitativa, con lo que quedaba 
coritemplado otro valor importante: la igualdad jurídica. 

Par ultimo, se creyó que la publicidad permitiría a la población 
conocer la ley, cundición necesaria para su aplicación,"" que 
le permitiría constatar que el castigo no provenía del capricho de los 
poderosos, sino de la sociedad misma, que actuaba en su derecho de 
castigar a los infractores o a los individuos que violaban el pacto social." 
Esa fue !a idea de Lorenzo Zavala, quien en 1831 describió al jurado 
como "una grande escuela nora1 para los asistentes", escuela que les 
permitiría ver a la autoridad col110 un ente "benévolo", e "ilustrado", "que 

'"ora, José María Luis, 9~)isertacibn ante el S U ~ B ~ O  Tribunal de Jilsticid del Es~ado de MGxico, 
paia formarse como abogado", (1827), en Obras sutlta,, Mexico, Porríia, 1963, p. 528. 

l4 Discurso de José María Matas en el Congreso Ccnstituyenu, scsi0ri del 19 de agosto de 1856, 
en Zarco, F., Nisro k... W ,  p. 225, 

15 Discurso de Laglois ... cit., p 207 '" El dclito se entendía como la violación voluntaria de la ley penal, (Cid@ Pc'cnaI dt 1871, 
art, 4). Y la voluntariedad exigía conocimiento, dc ahí la necesidad de contar ron tina 
legislación accesible a codos los rniembros de la sociedad. Para ello, ct i  una poblaciwri 
mayoritaíiamence analfabeta, nada meior que el clemplo, y ,  para el ejempla, nada nlclur que 
el juicio público. 

l7 Por ello, practJcarnente todos los delitos se perseguían de oficio, independientemente de1 deseo 
de la vicurna. (CBdigu de preccdimrnrus pcnalrs dg 1880, arts. 35-67 y de 4894, arts, 51-59). 



nunca castiga sino después de haber reconocido el ~rimen". '~ Francisco 
P. de Segura también lo consideró como una escuela cívica y en 1877 

afirmó que ejercía "una influencia enorme en las costumbres de un 
puebloJJ, pues constituía "una fórmula viviente de los principios de 
igualdadJJ.19 Tres años más tarde, José Portillo le atribuyó la capacidad 
de terminar con la "indolenciaJJ, la "apatiaJ', y el "espíritu de abstención de los 
intereses públicosJJ que caracterizaba a los mexicanos.20 

Con estos argumentos, en 1869 se adoptó el juicio por jurado para 
delitos comunes, encargado de juzgar a los que merecían una pena media 
superior a los dos años de prisiÓnJ2' misma que estaba contemplada en 
el Código Penal, pues, con el Fin de hacer valer la igualdad jurídica, se 
buscó dejar fuera la personalidad y las características del delincuente 
y basar la penalidad exclusivamente en el delito cometido. Asimismo, 
se trató de reducir al mínimo el arbitrio judicial, es decir, la apreciación 
del juez. De ahí que se señalara la pena que correspondía a cada delito, 
ya fuera una media o un máximo y un 

El jurado estaba integrado por un juez de derecho y por once tribu- 
nos populares. Según lo marcaba la ley, el primero era designado por el 
voto popular, mediante el sistema de elecciones indirectas, debía tener 
más de 30 años, contar con titulo de abogado y tener al menos cinco años 
de experiencia laboral.23 Los segundos eran sorteados a partir de un 
padrón elaborado por el Ayuntamiento. La lista inicial incluía a todos los 

'' Zavala, Lorenzo, Ensayo histérico tic las ri>~~l,iciones de /tléxico dcsde fSOS hasta fS.30, (la. ed. 1831) 

l Y  
México, FCE/Instituto Cultural Helénico, 1985, p. 294. 
Segura, Francisco P., "Jiirados", en ElF~ro, año V, t. II (niims. 13 y 15), 19 y 21 de julio de 1877, 

Ii) 
pp. 57-58. 
Portillo, Jose, "El jurado", en El Foro, año VI11 (núms. 4, 7, 10, y 14), 8, 13, 16 y 22 de enero 

11 
de 1880, núm. 7, p. 14. 
Ley de1 31 de mayo de 1869 (en A~lem~~ri~z qirc el eni~1tg.rrdo de la SeíretL~n2 delustiíia y de Instruccién 
AihIi i~ Lic. ./oséhfanii (<lesins presenta al Congreso de la Unién.. . , México, Imprenta del Gobierno, 
1869, p. 284); y Ley de Jurados en Materia Criminal para el Distrito Federal, 15 de junio 
de 1869. Ver tanibién Comunicación del Ministerio de Justicia e Instrucción Pública (en 

,, Dink Oficicll, nocumento 5.719,20 de iulio de 1869). 
-'' 

C:éd(go I'tnal de f871, arts. 66-69. 
2.1 

Ley de 17 de enero de 1853, en Gutiérrez, Blas José. Nuevo Código de la Refirma. Laycc 
dc Rcforma. CoIc~ciEn dt las di~pmicio~es quc se conocen con csre nomh ,  pubiiudas dcsda alar70 de f 8 j j  
nlde 1868, México, Imprenta de El Constitucional, 1868, pp. 107-126. 



citadinos que cumplían con los requisitos para fungir como jurado. 
Después de revisar las excusas, se elaboraba un nuevo padrón, del. cual 
se sorteaban 600 nombres. La lista se dividía en cuatro secciones, una para 
cada trimestre, Antes de cada juicio se perrniua que la fiscalía o la defensa 
recusaran hasta 12 nombres. Con ello se obtenía la lista definitiva, que 
se numeraba. Cada nombre correspondía a un número y cada número 
a una bola, que se introducía en un globo giiatorio. 

Un día antes del proceso, en presencia del juez y de las partes, se 
extraían trece bolas, las once primeras correspondían a los nombres de 
los jurados titulares y las otras dos a los de los ~uplentes.~" En cuanto 
a los requisitos, los jurados debían ser mexicanos pos nacimiento, pues 
se excluyó a los extranjeros, que sí eran admitidos en los jurados de 
imprenta.?' Adeniás, era necesaiio ser mayor de 25 años, saber Ieer 
y escribjr, no ser tahúr ni ebrio coilsuetudinario ni haber sido condenado 
en juicio por algún delito del orden común, así corno tampoco ser 
funcionario público ni tener una ocupación "que impida disponer con 
alguna libertad del tieinpo sin privarse del jornal. o sueldo necesario para 
su subsistenciaJJ. Así se eliminó el requisito de ingreso que se contemplaba 
en las leyes anteriores.'" 

Juez y jurados se dividían las tareas. Aquél instruía el proceso o 
efectuaba las primeras averiguaciones y presidía el. juicio. Una vez iniciado 
el proceso los jurados escuchaban la lectura de Ias primeras averi- 
guaciones, las ratificaciones y ampliaciones que los testigos hacían de sus 
declaraciones, los restimonios de riuevos testigos, los careos y, por úItUno, 
10s alegatos de las partes. Al final el juez elaboraba un cuestionario que 
iba encaminado a establecer la culpabilidad o la inocencia del acusado, 

-. - . . - - - 

"' El. procedlmienro se detalló en las reglas Dala ?I sorceo de jurados, 29 de octubre de 1872 

'l'r 
(l.c.~ijQ~ihr ;I~I~.ucdnr~ . . ( i r ,  t. XII, ~ocumenco  7099, pp. JYS-396). 

" Vt i el Reglamento de ln Itberud de Imprenra del 14 de noviembre de 1846 (Lcplritiitl hle~idncr.. . 
L ~ I . ,  r. V< D c c u ~ r ~ e n t o  2970, PP. 189-195j, vlgente hasta la adopcion de la Ley de Jurados de juniti 
dc 1860. 

" i'or rlcmplo, enur 1'846 y 1869 se e~ ig i a  COlitar con una renta ariual de al menos 500 pesus, 
proverueote de trabajo, industria o capital hoilesto. (Reglamento de la Libertad de Imprenta, 14 
de nuviernbrc ae 184h'r. 



calificar el delito y determinar la presencia de circunstancias atenuantes 
y agravantes. Tras recibir el cuestionario y las instrucciones, los tribunos 
se retiraban a otro aposento y, a puerta cerrada, contestaban de forma 
afirmativa o negativa a las preguntas." Sus respuestas constituían 
el veredicto, en el cual el juez se basaba para dictar sentencia, pues, a dife- 
rencia de los jurados de imprenta, los de crímenes comunes no tuvieron 
injerencia en la aplicación de la pena,28 

Hasta aquí las labores de unos y otros, pero jcuáles eran sus atribu- 
ciones¿ Como dije, los legisladores pretendieron reducir al máximo el 
arbitrio judicial, y para ello contemplaron la pena media o el máximo y 
el mínimo para cada delito. Sin embargo, los juzgadores tenían ciertos 
márgenes de acción: decidían si existían suficientes elementos para 
acusar a un individuo y determinaban las tareas a realizar y los testigos 
a convocar, pero, sobre todo, les tocaba determinar la inocencia o 

culpabilidad del acusado -lo cual es mucho- y, finalmente, calificar el 
delito y con ello modificar la penalidad, pues, por ejemplo, no recibía 
la misma pena un homicidio simple (12 años de prisión) que uno 
cometido con premeditación, alevosía o ventaja (pena capital).'%demás, 
podían aumentar o reducir la pena hasta en una tercera parte en 
consideración a la presencia de atenuantes y agravantes. Esta última 
tarea estaba restringida, pues no podían considerar circunstancias que 
no estuvieran listadas en el código y además el valor de cada una de ellas 
estaba contemplado, por lo que sólo debía sumarlas y, si predominaban 

27 Previamente habían recibido una cartilla que contenía las leyes relativas al iurado y a la labor 
de los tribunos. Se imprimieron varias a lo largo del periodo estudiado. Ver, por ejemplo, C¿irtill~z r k  
N~sfrt/rcii.ín parri jurr1dt7s d . /  fircrc, ít7rnrjr1 L'II e/ Distrili) IT i i~v~7/ ,  MSxico, Tipografía de los sucesores 

28 
de Francisco Díaz de León, 1905. 
Se contemplaban dos jurados de imprenta: uno actuaba como juez de hecho y calificaba la 
acusación (jurado de acusación) y otro determinaba la sentencia (jurado de sentencia). 
(Reglamento de la Libertad de Imprenta, 14 de noviembre de 1846; Ley sobre Libertad de 
Iinprenta, 21 de junio de 1848 (en Lq~islriciLi,t illrsiiclniz ... d.,  t. V, Documento 3067, pp. 387- 
389); Constitución de 1857, arts. 6 y 7, y Ley Orgánica de Libertad de Prensa, Reglamentaria 
de los Artículos 60. y 70. de la Constitucian, 4 de febrero de 1868. (en Pailares, Jacinto. 
El Poderlirdiíial o trdrad~ completo de la organanizaLiLin, iomvct2nci~z ), ~vL~ctiIinrienti.s de bb trihrinrzl~j 
J t  Repijblica /ilrxicana (edición Eacsiniilar de la original, 18741, México, Suprema Corte de 

ZY 
Justicia de la Nación, 2002, pp. 861-868. 
Ibidem, arts. 552 y 561. 
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los agravantes, aumentar la condena, pero, si predominaban las ate- 
nuantes, red~cirla.~' 

Hablé de juzgadores para referirme a juez y jurados. Ahora trataré 
separadamente a cada uno de ellos. El juez -en todos los casos- se 

encargaba de la instrucción, por lo que invariablemente le tocaba,lo 
primero (decidir si existían suficientes elementos para acusar a un 

individuo y determinar las tareas a realizar y los testigos a convocar), 
pero no siempre lo segundo, es decir, sólo para los delitos menores 
calificaba el crimen y determinaba circunstancias, pues en los delitos 
mayores eso les correspondía a los jurados, y su veredicto, aun cuando 

se votara por simple mayoría, era considerado como irrevocable. 
Así, en el juicio por jurado la posibilidad de influencia del juez era 

reducida: podía, al presidir, influir en la declaración de testigos o, al 
plantear las preguntas del cuestionario, orientar la respuesta de los 
tribunos, pero, al calificar el delito y valorar las circunstancias, el jurado 
prácticamente decidía la pena. El resto era una labor casi mecánica: sumas 
y restas que dejaban al juez tan sólo un cierto margen en la temporalidad 
de la condena. 

111. LOS CAMBIOS 

Las reformas al jurado no se hicieron esperar. Empezaré por los cambios 
relativos a la elaboración de los padrones y al sorteo de los jurados. En 1880 
el Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal consideró que el 
Ayuntamiento no debía elaborar la lista Su propuesta no fue 
aceptada y las leyes emitidas en dicho año se limitaron a ampliar a 800 
el número de los individuos que integraban el primer listado, a reducir el 
número de recusaciones permitidas a las partes, y a fijar la insaculación 
antes de la audiencia para evitar que los jurados fueran presionados o 

. . - - - -- - -- - - - 

3" Ib;dcm, arts. 35-47 y 229-236. " Propuestas del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, 27 de abril de IR80 (en Mcniaria 
yuc el Sccrctario de Justicia.. . cit., Documento 42, pp. 37-38). 



jobomados." Sin embargo, en 1891 se rescato la vieja idea y la lista 
.nicial (ahora compuesta por 1500 nombres) se le encargó al gobernador 
del Distrito Federal. Por otro lado, se coi~templaron dos insaculaciones: 
.a primera se celebraba un día antes del proceso -se introducían en un 
infora un mUumo de 100 nombres y se sacaban 30, permitiendo que cada 
larte recusara liasta 6-, y la segunda se llevaba a cabo antes del juicio -se 
:itaba a los 30 individuos sorteados y, estando presentes por lo menos 
12, se realizaba un sorteo para obtener a jurados y suplentes-a?3 

El procedimiento se mantuvo por casi treinta años, pero en 1919 el 
ladrón volvió a encargarse al Ayuntamiento, que debía depurarlo con 
a ayuda de un agente del Ministerio Público; asimismo, se eliminó la 
ximera in~aculación.~~ No pasaron más de diez años sin que se hiciera 
Ina nueva reforma. En 1928 la lista inicial se encargó a la primera auto- 
idad político-administrativa de los partidos judiciales; por otra parte, se 

lizo un nuevo cambio en la insaculación y se decidió que antes del 
lroceso el acusado debía extraer quince nombres de un ánfora y que 
os primeros integrarían el jurado.% 

Más allá de los detalles del. sorteo, resulta importante el relevo de 
as autoridades encargadas de elaborar el padrón: ea 1891 pasó del 
iyuntamiento al Gobierno del Distrito Federal, en 1919 regresó al Ayun- 
amiento y en 1928 recayó en las autoridades administrativas de los 
lartidos judiciales. Así, estaba en juego la centxalización o descen- 
ralización del proceso, pero también la interverici6n del Ejecutivo en la 
.dministración de justicia. 

Paso ahora al asunto de los cambios en el papel, la participacián y 
:1 peso del juez y de los jurados, que se manifiestan en diversos aspectos: 

i 
o f r e t n  Pcrink:: ~ f c  ,/Y&?, arts. 347-370, 409-524, 536, 539 y 548-,766'; Ley de 
OrganiznciOn de Tribiinalcs., ., 15 de srpticmbrs? de 1880; y Reglamento de la k y  de C?rganizac3Cln 
de Tribiioalrs del Disrrito Federal y 'lrrri~ario de la Faja Cdifornia, 26 de ~icrubre de 1880 (en 

3 
Le,cj\laii~;in rnr.4itnrra .. tit.,  t. XIV, Documcritci 831,  PP. 45-70). 

1 
Ley dc Jurados.. ., 24 de junio de 109 1. 

. Ley Orgánica dr los Trib\inales,.., 9 de septien~brr de 1919. 
' Il?idcni, 31 de diciembre de 1928. 
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la división de funciones o el número de jueces encargados de cada 
proceso, la posibilidad del juez de pronunciar un resumen Final, el carácter 
del veredicto de los tribunos -y, por tanto, la capacidad del juez para 
casar su decisión- y la jurisdicción de los tribunales comunes y de los 
jurados populares. 

Tras estudiar la experiencia del jurado en Europa y Estados Unidos, 
Kicardo Rodríguez concluyó que existían dos posibilidades: concentrar 

las tareas en manos de un solo juez, encargado de instruir el proceso 
sumario, de presidir el juicio y de dictar sentencia, o dividir las funciones 
entre dos o tres  funcionario^.^^ Hasta 1903 en México recurrió a la primera 
opción, pero en dicho año se eligió la segunda. Es decir, con el fin de 
"evitar las ideas preconcebidas y el sello personalísimo que el juez 
instructor de una causa, pagando tributo a la debilidad humana, pueda 
imprimir a los hechos, e influir sin duda poderosamente en él animo de 
los juradosJJ, se encargó a un presidente de debates llevar el proceso 
ante el jurado y dictar la sentencia.37 Sin embargo, en 1919 se dio marcha 
atrás y se volvió a emplear un juez único, para, en 1928 retomar la 
presidencia de debates.3B 

La oscilación en las funciones del juez se nota también en la práctica 
del resumen. En 1880 se le concedió la oportunidad de pronunciarlo y 
con ello dictar las últimas palabras que los tribunos escuchaban antes 
de deliberar.3' Pero algunos funcionarios -según los editorialistas de 
El Foro- aprovechaban esta oportunidad para "transmitir su opinión e 

....~ -. - . .- 

36 Rodríguez, R. El procedimiento.. . cit., pp. 425-427. 
37 Ley de Organizacion Judicial ..., 9 de septiembre de 1903; Reglamento de la Ley Orgánica de 

Tribunales para el Distrito Federal, 30 de noviembre de 1903 (México, 1903, Talleres Típogr8icos 
de la Casa Editorial de J. de Elizalde. También en Memoria que el C Sccretario de Estadii y del 
Despucho de Justicia, Lic. Justino Fernández ... cit., Documento 73, pp. 295-329); e Informe que 
la Secretaria de Estado y del Despacho de Justicia e Instrucción Pública rinde al Congreso de la 
Unión, 24 de noviembre de 1903 (México, Talleres TipográEicos de la Casa Editorial de J. de 
Elizalde, 1903). 

," Ley Orgánica de los Tribunales ..., 9 de septiembre de 1919 y del 31 de diciembre de 1928. 
39 Código de Procedimientos Penales de 1880; Ley de Organización de Tribunales ..., 15 de 

septiembre de 1880; y Reglamento de la Ley de Organización de Tribunales. .., 26 de octubre 
de 1880. 



influenciar a los jurados"."' De ahí que en 1891 se les exigiera limitarse 
a pronunciar una síntesis metódica, sucinta y clara, pero, sobre todo, 
imparcial," y que en 1094, durante la discusión del proyecto para un 

nuevo código procesal, Emilio Rebollar optara por suprimir el resumen 
y, ante la oposicirín de sus colegas, emitiera u11 voco particular, que 
fundamentó de la siguiente manera: 

Parece inevitable que un juez que (. . .) ha adquirido la coiwicción de que el 
acusado es culpable, deje de ver como una derrota una absolución y como 
un triunfo una condenación. Consecuencia de esto sería que al hacer el 
resunien encamine todos sus esfuerzos a obtener estizi Última por :nedio 
de una relación o u11 discurso hábil y elocuente, pero necesariamente 
apasionado y opuesto al espíritu de la 

Quizá por ello en. 1919 se suprinlió el resumen final." Como 
contraparte, aumeritó el papel y el peso coxlcedidos a los jurados, que se 
notan, entre otras cosas, en el carácter del veredicto. Hasta 1880 las 
decisiones de los nibunos eran irrevocables aun cuaxido hubieran sido 
tomadas por mayoría simple, pero a partir de dicho año sólo lo eran si 

habían emanado del voto de más de ocho jurados, lo cual se hizo todavía 
más difícil eli 1891, pues el número de tribunos bajó de 11 a 9. Así, si el 
juez consideraba que las declaraciones de culpabilidad o inocencia no 

correspondían a la prueba rendida, podía abstenerse de pronunciar su fado 
y elevar la causa al Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, que 
decidía si el veredicro era sujeto a casación y se celebraba un nuevo 
juicio." 

La mayor o menor importancia de los jurados también se nota en 

sus atribuciones, que disminuyeron gradualmente. En todo momento 
los tribunos se encargaron de apreciar la culpabilidad o la inocencia del 

.1: I 
"1)rberes del iuez como prrsidente de las debates ante el lundn", en ElF'lr~7, año XI1 XXII (núm 

.I I 
f;h), 9 dc nbril de 1804. Editorial, p. 1. 

4' Ley de luradcis ..., 24 de  junio de 1891. 
4 i 

Ton~~idu de Soci~, I), F / / I / ~ L I , ¡ ~ ~  c,t / i l i .s tL t~  LI I . ,  p. 302. 

44 
Ley organica de lus tribunales . . 9 de scpuenibre de !91Y. 
(;L;dg~ L ~ C  l'ro~~>~1.dttuirn~.~ Ptnclles rit IYQO. Ley de Organización de Tribunales . .. 15 de septiembre 
de 1880: Keglameritu dr la 1,ey de Organizació~~ de Tribunales ., 26 de octubre de 1880; y I.ey 
de Jurados..,, 24 de junio de 1S31 
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procesado. Sin embargo, en los primeros años también calificaban el 
delito y determinaban la presencia de circunstancias atenuantes o 
agravantes, situación que cambió en 1919. 

Esta variación también se nota en su competencia, que de igual 
forma se redujo con el paso del tiempo. Entre 1869 y 1903 al jurado le 
tocaba conocer de los delitos que merecían una pena media superior a 
los dos años, pero en dicha fecha se extrajeron de su conocimiento el 
abuso de confianza, el fraude contra la propiedad, la quiebra fraudulenta, 
el peculado y la bigamia.45Al hacerlo se argumentó que 

el hecho y el derecho están en tales casos, de tal manera compeneaados entre 
sí, que en la mayoría de ellos el jurado, compuesto casi siempre de personas 
que no son peritas en la ciencia del derecho, no se encuentra en aptitud de 
calificar legalmente esos delitos, resultando así expuesta la justicia a la 
iniquidad de un veredicto ciego e 

El Imparcial agregó que la exención: 

aligera y facilita la tarea del jurado, que tratándose de delitos como esos, se 
veía frecuentemente en graves con£iictos jurídicos y, por el temor de condenar 
injustamente, dejaba sin castigo, 6 sin la merecida pena, á verdaderos 
delincuentese4' 

Aunque cabe pensar en otra interpretación. En estos casos se trataba 
de crímenes que por lo general eran cometidos por individuos de los 
sectores medios o privilegiados, por lo que seguramente no se consideraba 
deseable que se ventilaran en los tribunales públicos. 

Ahora bien, la medida anterior sólo fue el principio de la reducción 
de la competencia del jurado popular. En 1907 se dio un paso más 
importante, pues sólo se le concedió conocer los delitos que ameritaban 
una pena media superior a los seis años.48 Si bien los constituyentes de 

45 Ley de Organización Judicial ..., 9 de septiembre de 1903; y Reglamento de la Ley Orgánica de 
Tribunales.. ., 30 de noviembre de 1903. 

4"emoria que el C. Secretaria de Estado y del Dcspacho dc justicia, Lic. Justino Frrfiándcz ... cit., 
p. XLV. 

47 "Novedades de ia Ley de Organización deTribunaimn, en ElImparcial, 5 de octubre de 1906. 
48 Ley que Reforma la de Organización Judicial en el Distrito y Temtarios Federales, 28 de diciembre 

de 1907, en Lepisla~ión mexicana.. . cit., t. X X E ,  segunda parte, pp. 329-332. (iambiin en Memoria 
que e1 C. Serretatio de Estado y del Despacho.. . d., Documento 76, pp. 331 -333). 



19 17 pensaron en ampliar enormemente su competencia (encargándole 
los delitos cuya pena media fuera superior al año de pri~iÓn),~%l volver 
a entrar en bnciones, en 1919, el tribunal adquirió una competencia un 

poco más limitada -pero más amplia que en los años anteriores a la 
Revolución-, pues, al igual que en sus orígenes, se le encargaron los 
delitos con pena media superior a los dos años.50 No obstante, en 1922 
nuevamente se le atribuyeron los delitos con pena media superior a los 
cinco años, y a los que quedaban Fuera de su convcimienro se agregaron 
el de estafa y el de aduIteria5l 

Por Yltimo, examinaré los cambios en los requisitos solicitados 
al. juez y a los tribunos. En cuanto al primero, en 1880 se le exigieron 
únicamente 25 años -en vez de treinta-, y en lugar de cinco años de 
experiencia solamente tres."?sirnisrno, a partir de 1904 los jueces crimi- 

nales dejaron de ser electos por voto popular y fueron nombrados por 
el Ejecutivo, a propuesta del Tribunal Superior de JusLicia?"n cuanto 
a los jurados -nuevamente según Ricardo Rodríguez- existían dos 
posibilidades: admitir a todos los varones en el ejercicio de su ciudadania 
(excepto a las que contaran con antecedentes penales, tahYres o ebrios), 
o bien, exigir requisitos socioculturales." En los primeros años México 
optó por lo segundo, pero sólo se exigía saber Ieer y escribir. Por eso hubo 
quienes pensaron que con ello descendía enormemente la "calidad de 
los tribunos", pues los miembros de los sectores medios o privile- 
giados generalmente se excusaban de participar y, para lograr que sus 
excusas fueran admitidas, "mavían influencias" o incluso pagaban la 
multa que se imponía a los rerni~os.~' 

40 Yalaviccini, Félix, Ifi:rc~nt~ rk 1'1 (Co,i.rririr,iciir ~ i t  1517, c. 11, py. 490-491. 
50 

51 
Ley Orgánica de los Tribunales,,., 9 de septiembre de 1919. 

52 
Ibidem, 29 de diciembre de 1922. 
Ley de Organizarinn de Tribunales,.., 15 de septiembre de 1880; Decreto del Congreso que 
establece la clcccitin populat para el nombramiento de les autoridades judiciales del Distrito 
Federal, 20 de noviembre de 1882 (en I.cgi\lii/j~~ rticxicanu... 'ir., t, XVI. pp. 841-342); y Ley de 

5.3 Organización Judtcial ..., 4 de srpue~nbre de IYM. 
54 

Ley de Or~a~iización Judicial ..., 9 de sepuenibre de 1903. 
Rodriguez, R, Elprorrtiimicnw ... crt, p. 426. 
VCI, por e~ernplo, "Lo que desean los jueces de lo criminal. t)n nueva padrtn", Ellrnpurcial, 21 de 
Itillo de 1897, p. 3, o Salirlas y Rvera, J. Alberto, 'Un jurado notablen, en UFom. año V, 111 (núms. 
31,32,97,43 y 48), 16.19 y 26 de Febrero, 6 y  13 marro dc 1878. núm. 48, p. 191. 



Fue por eso que a partir de 1850 se exigió un ingreso mhirno de 
un peso diario, y ante el riesgo de no reunir candidatos suficientes, 
se admitió a extranjeros con cinco años de residencia en el país y a 
empleados pGblicos."La tendencia culminó en 1891, cuando se elevó 
el nivel de ingresos a 100 pesos mensuales y; nuevamente con el fin de 
anlpliar el número de posibles jurados, se redujo a 21 años la edad 
exigida y a tres el tiempo de residencia solicitado a los extranjeros, 
además de  reducir a nueve el nUmero de miembros del tribu~ial.~'  
Así, se prefirió incluir a jijvenes e in~nig~antes que a miembros de los 
sectores populares, pues de lo que se trataba, en palabras de Francisco 
Bulnes, era de sustituir al "jurado popular" por un "jurado de  clase^".^' 
Con la Revolución cambiaron las cosas. En primer lugar, volvió a elimi- 
narse el requisito econ6mico, y los extranjeros volvieron a quedar 
excluidos.5g Sin embargo, a partir de 1922, el aspecto cultural volvió 
a cobrar importancia y sólo se admitió a los individuos que contaran 
con instrucción primaria superior." No obstante, a pesar de las oscilacio- 
nes, en ningún periodo se dio cabida en el jurado a individuos prove- 
nientes de sectores mayoritarios. Entre 1891 y 1919 por el salario 
exigido," y en todo momento por el. nivel cultural, pues entre 1869 
y 1922 sólo una minoría de la población sabía leer y escribir 

5s Ci&o de Pro~ailiniienrt~s Penales i!e 'í8SO; Ley de Organización de Tribunaies.. ., 15 de septiembre 
de 1880, y Reglamento de la Lcy de Organización de Tribunales ..., 26 de octubre de 1880. 

57 Lcy de jurados.. ., 24 de junio de 1641. 
" Bulaes. Francisco, El VertitiOrii Díuz p la Rcvoltlcién, ( la.  ed. 1930), México, 1992, Eliroria! 

5s 
Conrelrido íLibros de Contcn:do!, p. 97. 
Ley OrgPnica de bs 'Trlbunale~. . . ,Y de septiembre de 1919. 

"O Ibidem, 29 de diciembre de 1922. Se decatendio la propuesia prcsenuda por eminentes ~ L I T ~ S Q S  

porhrianos, Viccox Manuel Casttllo, E. C Cudiiio, M i ~ u c i  Macedo, Antonio Pérez Verdia, 
Rabel Orcegn, Victorianu Pimenrel y Derne~rio Sodi, quienes pugnaron por elevar el nivei 
sacioeconC>mico de los plradoc Y exigir ingresos superiores a los 200 pesos rncnsuales. [Proyecto 
presentado por.. .. t~oviembre de 1920. en El Foro, t. 11 (núm. 52). novieinhre dt 1920, pp. 404-432). *' Por elernplo, a principios d? siglo los obreros obtenían enue cincuenta centavos y un peso diarios; 
diez aios más tarde. en 1910, un obrero de la indusrria textil obrenía 10 ceiitavos por hora, pnr 
tanto. si aabsjaba dieciséis horas, alcanzaba 1.60 diarioc. Así, los nhreros: percibían entre 15 y 45 
pesos mensualps y quedaban Fuera del jf~rado popular, pues su salario estaba muy por debajo de 
los 100 peso<: que ex~gia la ley. (Datos toniados de Guerrero, Julio, La pénesrb del r rimen cn hldirti, 
(la, ed., l Y U l ) ,  Mbxico, CONACUJTTA, 1996 (Cien de México), pp. 138-140; Lora y Pardo, Luis, 
"La puericultura en iLlixlco", en Cacera Midia de México. III (2da serie-l6), 15 dc agosto de 
1903, pp. 257-258. En trabajos actuales, Conzálcz Navarro, Moisés, E/ PoIfinaro. [A v t d ~  sotial, 
Mexico, Edltonai Hermes Vllstona Moderna dc Mlxiru), 1970, pp. 280,285. 



(aproximadamente el 80%), y eran menos los que contaban con 
instrucción primaria ~uperior.~" 

Para concluir, no me queda más que señalar las tendencias -y en lo 
posible explicarlas- que tomaron los cambios en la fuerza, la posición y 
el perfil del juez y, como contraparte, de los jurados (ver anexo uno). 
Para ello analizar6 el periodo de mayor expansión y el de mayor debdidad 
del jurado. 

E1 tribunal vivió su rnás amplio alcance en sus diez primeros años 
de vida, entre 1869 y 1880: determinaba la culpabilidad o inocencia del 
acusado, calificaba su delito y apreciaba las circunstancias, su veredicto 
era irrevocable, y, sin excepción alguna, conocía de los delitos con pena 
media superior a los dos años. Este auge coincide con el vigor de las 
ideas y las instituciones liberales, pues el llarnado "partido liberal" acababa 
de imponerse sobre los "conservadores" y los imperialistas, y habla 
"restauradoJ' la República. Aunque en la práctica tanto Benito Juárez 
como Sebastián Lerdo de Tejada violaron premisas esenciales del 
liberalismo politico, también proclamaron sus ideales e irnplemenraron 
y defendieron algunas de sus más caras instituciones, entre ellas al jurado 
popuIar. Sin embargo, al parecer fueron arraigados prejuicios sociales y 
raciales los que llevaron a los legisladores a traicionar las premisas de 
igualdad y a limitar la participación del "pueblo soberano", pues al exigir 
a los jurados como requisito saber leer y escribir dejaron fuera a los 
sectores mayoritarios. 

Por otro lado, el jurado vivió su etapa de mayor debilidad en los 
periodos de 1907 a 1919 y de 1922 a 1928. El peso y la competencia 
del juxado empezaron a restringirse desde 1880, pues su veredicto dejó de 
considerarse como inapelable, y el cambio m6s importante se dio enEe 1903 
y 1907, con una reducción significativa en su competencia. Comenzó 
entonces una etapa de declive en la que, en ambos Iapsos, la competex~cia 
del tribunal fue restringida. Por ejemplo, en el primero sólo juzgaba 

---- .- 
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homicidio, parricidio, lesiones calificadas, incendios, plagio, robo de 
infante menor de siete años, estupro en menor de diez años, violación 
y robos de gran ~ u a n t i a . ~ ~  En el segundo la situación fue peor, pues a la 
reducción en su competencia se sumó la disminución de sus atribuciones: 
los txibunos sólo podían apreciar la inocencia o culpabilidad del acusado, 
con lo que perdieron injerencia en la sentencia. 

Cabe señalar que, en lo político, la primera etapa de debilidad 
corresponde al fortalecimiento del régimen porfirista, y la segunda al de 
los regímenes posrevolucionarios. Así -a pesar de las enormes 
divergencias- se trata de dos periodos de centralización política, de cre- 
ciente presencia del Ejecutivo en los otros dos poderes, y de reforzamiento 
de las instituciones y de los funcionarios a cargo del Estado. Pero -a 
pesar de las coincidencias- también se notan divergencias. En el Porfiriato 
el prejuicio social y racial se justificó con supuestos argumentos científicos 
y, asimismo, se abandonó la obsesión por la igualdad, lo cual se nota en 
el nivel socioeconórnico exigido a los txibunos. Sin embargo, la Revolu- 
ción exaltó al pueblo mexicano (tanto mestizo como indígena) y optó por 
una vertiente nacionalista, manifiesta en la disminución de los requisitos 
y en la exclusión de extranjeros. 

En conclusión, en 1869 los legisladores optaron por permitir que los 
sectores acomodados participaran en la administración de justicia; sin 
embargo, con el paso del tiempo fueron limitando esa intervención y 
reforzando el papel y la importancia de los jueces profesionales y, en 
algunos años, pretendieron elevar el nivel de socioeconómico de los 
jurados hasta acercarlo al de los jueces de derecho. 

A lo largo de su existencia el jurado tuvo defensores y detractores, pero 
los argumentos de unos y otros cambiaron con el tiempo64 (ver anexo 

63 Tomado de Sodi, D, Eljur~7d0 ... cit., p. 44. 
64 Resulta interesante un listado que para 1909 oh-ece Demeuio Sodi. Dentro de los defensores de 

la institución menciona a Francisco Alfaro, Diódoro Batalla, Gonzalo Espinoza, Adolfo Fenochio, 



tres), Como ya se dijo, al instalarse el tribunal, se argumentó su impor- 
tancia dentro y para la defensa de las instituciones liberales. Sin embargo, 
desde entonces hubo quienes rebatieron estas ideas. Por ejemplo, en 
1856 Ignacio Vallarta sostuvo que el jurado no era una' institución 
inherente a la democracia, pues en las democracias modernas, ejercidas 
por poblaciones numerosas, los individuos participaban a travis de 
representantes y, al igual que para Iegislar elegían legisladores, para juzgar 
elegían a los jueces. Por tanto, los jueces eran sus xepreseritantes legítimos, 
mientras que no lo eran los tribunos populares, que eran seleccionados 
al azar.65 

Hubo quienes, años después, ya bien entrado el Porfiriato, sostu- 
vieron que la institución no garantizaba la igualdad jurídica ni representaba 
un juicio de iguales. Es el caso de los redactores de ElBie~~Social, quienes, 
en 1895, argumentaron que, eii raz6n de los requisitos legales, los jurados 
eran hombres de cierto nivel económico y de educación, por lo que no 
compartían las características de la mayor parte de los delincuentes, 
quienes carecían de instrucción y ps~fes ión.~ Por su parte, julio Miranda 
y Mariscal sostuvo, en 1934, que para que los criminales fueran juzgados 
por sus pares habría que elaborar padrones para cada sector s ~ c i a l . ~  

Emilio Pardo Aspe llegó más lejos, cuando, en 1931, afirmó que el jurado 
no sólo no garantizaba la igualdad jurídica, sino que atentaba contra 
ella. Al respecto suscribió: 

.. - 
José Gamboa, Manuel Marrón, Luis López Masse, Juan A. Mateos, lgnacio Mariscal, h t o n i o  
Ramos Pedruera, Rafael Rebollar, Manuel Roa, Ricardo Rodriguez, Félix Roi~~ero, Victodano 
Pimencel y Jesús Unieta. Y enue los impugnadores a M. Brioso y Candiani, Cristóbal C. Chapitc71. 
Justino Femández, Julio Guerrero, Augusto Molina, Telésforo Ocampo, Francisco Pascual García, 
Arturo Paz, Carlos Pereyra, Tiinidad Sánchez Santos; y una distinción geográfica, a la mayor parte 
de los abogados que residían en los Estados de la República, por tanto, el jurado parecia ser una 
instinición atacada en el interior del pais pero defendida desde su capital. (Sodf, D, EI]urado ... . . 
cit., pp. 355-354. 

@ Discurso de Ignacio Vallarta en el Congreso Constituyefite, sesibn del 19 de agosto de 1856, en 
Zarco, E, Historia ... cit., pp. 2CQ-210. Esta idea fue recogida y apoyada por Svrartínc:, E. A. "El. 
jurado ..." cit., núm. 35, p. 1. '' 'tl l7kn sdik~l, año VIII bGm. 13), octubre 15 de 1895. 

67 Miranda y Mariscal, J., Nerrsidd.. . iit., pp. 35-36 Para una argumentacibn simílar ver Alonso 
Roldán, Luis, El jurado popular cn hjCxko, México, tesis de liceilciacura, Escuela Libre de 
Derecho, 1938. 



La democracia, según la entienden los juradistas, tiene predilecciones. Para 
el ladrón violento, el jurado; para el estafador astuto, la corte penal. A éste, 
crítica de la prueba, sentencia fundada en ley, primera y segunda instancias 
y una Primera Sala en el Tribunal de Amparo. Al otro, un "si" o un "no" 
irrevocables, sin más criterio que la conciencia, que puede ser lúcida y buena, 
pero también pudiera no serlo.6' 

Otros autores dudaron de la capacidad del jurado para imbuir valores 
positivos en la población y, en lugar de calificarlo como una "escuela 
cívicaJJ, lo caracterizaron como una "escuela del crimenJJ. Como ejemplo 
tenemos un párrafo de Ángel de Campo, en que describe el juicio de su 
protagonista, Remedios Vena (a) "La Rumba": 

El jurado se repleta de un público de ociosos que acude por costumbre a 
todos los debates; sujetos de raída levitilla; pelados de grandes melenas 
y sombrero ancho; ensabanados de mirada mustia; mujeres del pueblo 
cargando niños, y menores de edad emancipados de la vigilancia paterna y 
ávidos de presenciar esos debates en que hay palabrotas, o el relato de 
escenas trágico-eróticas que espeluznan por su argumento y su realismo.. . 
El jurado es la escuela del crimen, y si en el se aprende la severidad de la 
justicia, se aprende también la manera de engañarlaa6' 

Ahora bien, independientemente de si coincidían o no con el 
modelo liberal, algunos creyeron que la institución no era viable para 
el México del momento. Ignacio Vallarta sostuvo que el jurado necesitaba 
de una sociedad abierta a las ideas políticas, conocedora de sus derechos, 
interesada en los negocios públicos y con suficiente ilustración y 
moralidad. Y concluyó que dichas condiciones no existian en el pueblo 
mexicano, al que describió como "un pueblo desgraciado para ir a viajar 
a la región de las teoríasJJ. Cerró su argumentación afirmando: "las 
instituciones no se importan en un país con la facilidad que se hacen 
viajar las 

Tocó una idea que cobraría fuerza en el Porfiriato y que defendieron 
los simpatizantes de la escuela positivista del derecho: las instituciones 
y las leyes deben responder a las condiciones del momento. Así, los 

" Pardo Aspe, E. "Mariachis.. ." cit., p. 457. " Campo, h g e l  de, La Rumba (la. ed. 1890-1891), México, Promexa, 1979, PP. 205 y 218. 
7fl Discurso de Ignacio Vallarta ... cit., pp. 217-224. 



"liberales conservadores o constitucionalistas" -como los llamó Charles 
Hale- optaron por la adopción de una "política científica", pues consi- 
deraron que para conocer y resolver los problemas que aquejaban a la 
comunidad, el político y el legislador debían adoptar el método científico 
y observar las relaciones causa-efecto que imperan en ella. Creyeron 
también que, si las condiciones lo exigían, era necesario postergar la 
aplicación de las leyes y las instituciones liberales hasta que el país y sus 
habitantes estuvieran listos para esas "hermosas Es decir, en 
el paquete de lo deseable, pero utópico, metieron al jurado. Un ejemplo 
de ello es lo que, en un lenguaje similar al adoptado por Vallarta, Emilio 
A. Martínez escribió en 1897: 

Para que esta institución pueda arraigarse necesita el suelo de un país polí- 
ticamente independiente y abierto desde mucho tiempo a las ideas 
políticas: conocedor de sus derechos, decidido a sostenerlos y a fortificarlos; 
capaz de hacer frente al poder con osadía; pronto siempre a desconfiar de toda 
institución que pueda facilitar los ataques contra la libertad de los ciudadanos; 
necesita de un pueblo que se interese vivamente por los negocios públi- 
cos, que sepa comprender el valor de la independencia de los jueces, y cuya 
educación esté bastante adelantada para que, en cualquier estado de la causa, 
pueda encontrarse en su seno número suficiente de jurados imparciales.72 

Sobra decir que creía que en México no existían esas condiciones. 
Los redactores de El Imparcial coincidieron con él y, a propósito del jurado 
de Jesús Negrete (a) "El tigre de Santa JuliaJ1, sostuvieron que si la 
institución era mala, más lo era en México, por sus "especiales circuns- 
tancias"." En 1932, Eduardo Pallares consideró: 

Por doquier demostramos que somos un pueblo en vía de formación y que 
aún necesita de una dura disciplina, de una autoridad que no se conforme 
simplemente con reglamentar y ordenar las actividades múitiples producidas 
por la vida social, sino que, consciente de su misión histórica, imponga de 
arriba para abajo, al pueblo que gobierna, una justicia decente lo mismo 
que una vida ciudadana, culta y h~nes ta . '~  

7' Hale, Charles, La trr~nsjorm~tiit~ dtI li/~tralism~ en /Ikisi~~~ CI f ines riel sifile XI,Y, Trad. PurificaciOn 

72 
Jiménez, México, Vuelta (La Reflexión). 

73 
Martinez, E. A., "El jurado. .." tít., núm. 34, 1991, p. 1. 
"Después del jurado. La conducta de los defensores de Negrete y socios", en EIlmparcial, 16 de 
junio de 1908. 

74 Pallares, E, "El jurado popular", rii., p. 5. 



La idea sobrevivió al propio jurado. En 1941, Alejandro Quijano, 
entonces presidente de la Academia Mexicana de Ciencias Penales, lo cali- 
ficó como "un belEsimo sistema para hacer justicia", pero sostuvo que 
para que resultara "asec~uible e11 México" sería necesario que la "masa 
social fuese más culta y con ello tuviese adentrado el espíritu de la justicia, 
el ánimo de dar a cada quien lo suyo, sin posibles dislocaciones de su 
criterio por influencias extrañasJ1." 

En suma, las ideas que, con la lógica liberal, dieron sustento al 
jurado popular, fueron combatidas en su momento, pero, sobre todo, eri 
el ocaso del siglo XIX, cuando se nota una lejanfa respecto a las ideas del 
liberalismo, y específicamente de las premisas de la escuela liberal de 
derecho penal. 

Hasta aquí la relacion entre jurado y democracia o madela liberal, 
y su posibilidad de aplicación en México. Pasarnos a otros argumentos, 
que atañen principalmente a los juzgadores, comenzaildo por el debate 
en torno a su moralidad y honradez. A principios del siglo XIX Josi 
María Luis Mora y José María Mata sostuvieron que los jurados eran 
menos susceptibles a actuar por influencias y sobornos, lo cual los 
hacía más independientes y garantizaba la autonomía del. Poder Judicial 
en su conjunto. Dejando de lado este vínculo con la independencia o la 
autonomía de las jueces, el argumento sobrevivió por más de un siglo, 
es decir, a lo largo de la existencia del jurado diversos autores defendieron 
la integridad de los tribunos y cuestionaron la de los jueces. Me limitaré 
a proporcionar algunos ejemplos. 

En 1880 Alberto Lombardo postuló que la administración de justicia 
no podía confiarse a los jueces profesionales sin que se multiplicaran 
"las infracciones al derechoJJ, pues "los empleus públicos en M6xico no 
se conceden a la aptitud y al mérito sino son siempre debidos al 
favoritismo de los nrini~tros".~%n el mismo año, José Portillo sosnivo que 

-- . - - 

75 Tomado de Ccnlceros, José &el, '@uL opina usted sobre la reirnplantaciiin dcl Jurada 
Popular?', en Criminalia, VI1 (núm. l), septiembre de 1941, pp. 19-20. 

76 Lombaido, Albnto. "El jurado', en El Foro, Año '411, VI1 (núm 80), 29 de abril de 1880, p. 1. 



los jueces no podían, por nluy honrados que Fueran, sustraerse a la 
influencia de "las relaciones sociales, de los deberes de la amistad, de 
los temores o expectativas, de los vínculos múltiples, en fin, al que ligan 
inás que a ningun otro que ocupa un puesto oficial"."Veinte años más 
tarde, en 1900, Ricardo Rodríguez cifrb sus esperanzas en el jurado, 
pues consideró que, al integrarse por varios individuos, era dificil que 
todos ellos ".fueran asequibles a las influencias del poder, a las sugestionas 
de la opinión pública o a determinadas reconenda~iones".~~ Por su parte, 
en 1934 Julio Miranda y Mariscal denuncicí la existencia de "algunos 
jueces de muy poca moralidad que se dejan influenciar por el dinero o 
las recornendaci~nes",~~ En el mismo año tono, Francisco Duarte Purchas 
afirmó que algunos funcionarios obtenían el puesto por influencias poíí- 
ticas y compadrazgos, por su colaboración en la elección del que los 
nombra, y que, como resultado, sus decisiones siempre estaban "sujetas 
al capricho de la persona a quien deben su nombramiento" y nunca 
se ajustaban a la ley.8" 

Demeuio Sodi rehró estos argumentos en 1909, al sostener que si 

un "gobierno tiránico", interesado en "los resultados del juicio criminal", 
compraba o presionaba a los jueces y manipula los procesos, lo mismo 
haría con los jurados, menos capacitados para sustraerse a "las influencias 

del poder",E1 Otros autores sostuvieron que los jurados estaban bajo la 
influencia de los jueces, e incluso, a su servicio. En 1928 Querido Moheno 
-otro de los juristas cercanos al régimen porfirista que al regresar del 
destierro se convirtió en un célebre abogado defensor- dividió a los 
jurados en dos grupos: los que asistían al jurado sólo cuando les tocaba 
hacerlo, y los que, "integrados a espaldas de la ley, con elementos 
escogidos de entre un grupo de tinterillos", convertian el cargo de jueces 

77 

78 Portillo, J. "El juradci'tit., nGm. 4, p. 13. 
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del pueblo en un "oficio lucrativo, cohechados de antemano para ir a 
votar en el sentido de la con~ignc?".~~ 

En 1941, Emilio Pardo Aspe afirmó que los presidentes de debates 
contaban con estos personajes "para lograr que su personal convicción 
se reflejara en el veredi~to" .~Y en 1961, Federico Sodi -el último de los 
notables abogados que, a diferencia de su hermano mayor, Demetrio, no 
había figurado entre los juristas cercanos a Díaz, y más bien había 
simpatizado con el movimiento revo1ucionario- relató que, tras la 
Revolución, ocupaban los juzgados criminales ocho jueces brillantes 
y capaces, pero "temibles cuando se empecinaban con un proceso y 
resolvían en su fuero interno cuál. debía ser la suerte que merecía correr 
el procesado", para 10 cual contaban con los "milperos" o "jurados profe- 
sionales", alrededor de 100 hombres que lograban colarse en las listas 
de jurados, pues, dado que no cantaban corl ingreso alguno, vivían de 
lo que obtenían por su asistencia a las audiencias. Una vez en la lista 
y con la ausencia del defensor -generalmente de oficio y sin ningún 
interés en el caso- "las manos del secretario del jutz no tenían vigilancia", 
y los milperos formaban parte o integraban la totalidad del jurado. 
Naturalmente, en agradecimiento al juez, respetaban su criterio.04 

Así, a lo largo de cien años se debatió sobre la integridad de los 
ji~zgadores, como también se cuestionó su pericia. En este punto la 
balanza se inclinó a favor de los jueces pxofesionales, es decir, se dudó 
de la capacidad de las jurados para juzgar correctamente los hechos y se 

les acusó de favorecer la absolución de culpables, Lo n~isrno pensaron los 
magistrados del Tribunal Superior del Distrito, quienes, e n  1880, 
los tacharon de benignos y los culparon de dar a los criminales el ejemplo 
de la inmunidad, y con ello alentar la deLinc~encia.~~ En su defensa, 
Emilio Pardo Aspe escribió en 1941; 

01 U* Mohcno, Qilerida. Prticcsas i ikbrcb. Hunoric Rarifijg.~cz, riiscutso dc defensa, M~x:cQ, Andrés Rutas e 
hijas, 1938, p. 39. 
Pardo Aspe, Eniiiio., "Meriachs y juzgadores". en Cnmina[W,V (núm. 8), abril de 1939, pp. 453-459. 

84 Sodi. F., Elj~rrddo ... (u., pp. 164-165. 
" Comunicac~ón del 27 de abril de 1880, en Memona quc cl Sccrcrrino dr Jusri~irl e insrruccicín,. kit., 

Bocumentv 42, pp. 37-38. 



Jamás recordamos, sin asombro, los aciertos del jurado. Veredictos abso- 
lutorio~ que en sus días alzaron revuelos de indignación y escándalo, con 
el correr del tiempo han venido a justi~icarse.~" 

Por su parte, en 1961, Federico Sodi calificó de "poco razonableJJ 
la impresión que la sociedad tenía acerca de la benignidad del jurado, 
pues 

se formaba exclusivamente por las absoluciones que lograban los abogados 
afamados y por las crónicas exageradas de la prensa; pero olvidaba, en 
cambio, la gran cantidad de condenaciones que el jurado hacía, no  
ciertamente en contra de los desheredados, sino de delincuentes de medios 
económicos bastantes para pagar los servicios del más caro de los defen- 
sores, es decir, de los ases; pero cuyos delitos eran tan cruentos y abomi- 
nables, que ninguno aceptaría su defensa, porque era muy precaria la fama 
del abogado juradista afortunado, y un caso perdido lo hacía regresar 
kilómetros en la carrera triunfaL8' 

Quizá todos tenían razón, pues los magistrados escribieron en una 
época en que el porcentaje de absoluciones era más alto que en la etapa en 
que escribieron Pardo Aspe y S ~ d i . ~ ~  

Sin embargo, lo que realmente se estaba debatiendo era la inclusión 
o exclusión de los particulares en la práctica judicial. Argumentos a favor 
y en contra se esgrimieron a lo largo de todo el periodo, de tal modo que 
hombres como José María Luis Mora y Ricardo Rodríguez manifestaron 
que para juzgar los hechos no era necesaria la pericia ni la formación en el 
derecho. El primero sostuvo, en 1827: 

Para juzgar con acierto de los hechos, no se necesita tener conocimiento del 
derecho, basta sólo un entendimiento libre y despreocupado, ajeno de 
toda prevención a favor de doctrinas o sistemas; independencia absoluta 
de los agentes del gobierno y de todo género de partidos; interés grande 
en el castigo de los crímenes y en el sostén del orden y la tranquilidad 
públicas.89 

-- ~- . ... .- 

'"ardo Aspe, E., "Mariachis.. ." cit., p. 454. 
87 Sodi, F., Eliirrado ... cit., pp. 313-314. 

Para ello tenemos los datos de dos años. En 1880 el jurado conoció 193 causas, con 11 1 veredictos 
absolutorios y 82 condenatorios; y en 1929 juzgó 256 causas, con 96 veredictos absolutorios y 
160 condenatorios (en Memoria que e1Se:esreratio de Justicia e lnsrrucci6n Pública.. . d., y 'Los presidentes 
de debates actuales y el jurado popular", en Los tribunales, Vi (núm. ll), sepriembre de 1929, 

BY 
PP. 388-390). 
Mora, J. M. L., "Disertación ..." cit., p. 526. 
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Por su parte, en 1900, el segundo consideró que bastaba "la 
conciencia, el sexto sentido", pues "las ideas de bien, mal, justo, injusto, 
están al alcance de toda inteligencia por limitada que sea". Además, 
desarrolló una idea interesante: el código penal definía al delito como 
acción u omisión libre, consciente y voluntaria de la ley, por tanto, 
consideraba a los individuos capaces de actuar con inteligencia o discer- 
nimiento, libertad y responsabilidad, ?porqué pensar entonces que 
estos, si podían emplear esas capacidades para regir sus actos, no podía uti- 
lizarlas para apreciar los de los demásCgO Por último, tras su amplia 
experiencia, Federico Sodi sostuvo que el. instinto permitia a los jurados 
"distinguir la verdad de la mentira con una precisión rnatemáti~a".~' 

Años atrás, en 1896, Federico Gamboa había cancluido que los 
funcionarios también podían equivocarse: "?NO a cada paso averiguase 
y comenta lo de los errores y equivocaciones judiciales2 $De cuándo 
acá han resultado los jueces infalibles, si son En 1931 
Armando Z. Ostos advertía: 

Ojalá nos resguarde la vida de uil sistema que exija que todo se resuelva a base 
de la técnica. 1.0s "tecnicishs" de hoy, generalmente, miran a las gerites con 
desprecio, como miran a las cucarachas en los gabinetes de estudio.93 

Sin embargo, muchos otros consideraron que los jurados eran 
incapaces de emitir veredictos correctos, pues, decían, aun para juzgar los 
hechos era necesaria cierta pericia. Así, se inclinaron por los jueces 
profesionales y por ],a exclusión de los individuos no formados en 
el derecho. Ejemplo de ellos son Deinetrio Sodi, quien defendió la 
"superioridad técnicaJJ de los jueces y se refería a sus conocimientos, su 
habilidad, y su hábito de juzgar y de someterse a la ley,Y4 y Jesús Urueta, 
quien considera que los juzgadores debían poseer estudios de 

----- . ..- - .- 
iM Rodrigucz. R, Elpracedrmienr~ ... cit, p. 412-415 y Leyes ... cit, pp. 66-67. 

Sodi, E, El jurado ... r i t ,  p. 28. 
It2 Gamboa. Federico, Suprema k v ,  (la. ed., 189ó), en Novelm, MWco, Fondo de Cultura Económica 

(Letras Mexicanas), 1965, pp. 237-466. Ver ~ambiin Sierra, Luis C. de la, "El jurada Populai*, en 
El Foro, año VI11 (núm. 52), 17 de marzo de 1880, pp 206-207; y Duartc Pochas, E, Jurado 
Popubr.. . dt., p. 48. 

Y3 Ostos. A. Z.. 'El Jurado Popular ..." cit., p. 29. 
y4 En M~tnooa qur el Secretario dejirsticia c Instruccrón Pública.. . cit. 



antropología, psicología y patología.Y5 Sus argumentos remiten a las ideas 
de la escuela positivista de derecho penal, cuyos simpatizantes, a 
diferencia de los defensores de la escuela liberal, no creían que h s  acciones 
humanas dependian de la voluntad del individuo, pues consideraban 
que estaban determinadas por factores ambientales o por condiciones 
orgánicas. De ahí que pensaran que era más peligroso un individuo que 
presentaba mayores tendencias o concentraba mayores elementos 
determinantes, y que sostuvieran que el castigo no debía ser igual para 
todos ni basarse en el delito cometido, sino que debía variar según cada 
delincuente y basarse en su peligrosidad. Además, defendian que para indi- 
vidualizar la sanción era necesario contar con especialistas capaces de 
conocer tanto a la sociedad como al cuerpo y la psique del criminal, cono- 
cimiento del que, concluían, los jurados carecían. 

El argumento conservó su fuerza después de la l<evoluciirn, cuando 
algunas de las premisas de la escuela positivista de derecho penal se 
filtraron en la legislación. Así, en 1941, Juan h g e l  Ceniceros opinó que, 
dado que el COdigo de 1931 había ampliado el arbitrio judicial. y había 
abierto Ia posibiIidad de que los jueces tomaran en consideración la 
personalidad y las particularidades del delincuente, se requería de mayor 
"capacidad técnica en los ju~gadores".'~ 

Por otro lado, quienes pugnaban por la exclusión de los particulares 
de la práctica judicial y, por tanto, por la eluninación del jilrado, argumenta- 
ron la irracionalidad de las decisiones tomadas por los aibunos y sostuvieron 
que se dejaban llevar por sentirnentalismos, simpatias, prejuicios o primeras 
impresiones. Así, en 1880, Emilio Momoy afirmó que su apreciación; 

se sometía única y exclusivanlente a sus conciencias, a sus convicciones y a su 
sentido intimo; y en la conciencia, y en la convicción, y en el sentido íntimo 
juegan un gran papel, acaso decisivo, las nociones antes adqultidas, y que 
recogiéndose desde la edad más tierna vienen grabándose en el corazón del 
hombre, y formando el termhntao de todas y cada una de sus apreciaciones.v7 

95 

96 
Sodi, D., EIJurado.. . cit,, pp. 394-395, y Jesús Urueta, tomado de ibidtm, p. 71. 

97 Ceniceros, J. A,, " ~ Q u i  opina ..." cit., p. 19. 
Monro~  Emilio, 'Jurados. ResuItados prácticos de la institcici6n en el Disinto Federal', en El Fnm, 
año Vil1 (núms. 19,21,22,23,24), 27,29,30 y 31 de julio y lo. de agosto de 1880. 
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Por su parte, en 1897, Emilio A. Martinez sostuvo que mientras los 
jueces luchaban contra sus prejuicios "con un criterio EilosóEico, huto 
de su educación científica", los tribunos no tenían "más armas que prin- 
cipios mal definidos", y erniúan su veredicto "en angustioso plazo, presa 
de encontradas y vivas impresiones, débil, aturdido, irresoluto entre 
los sofismas o brillanres argumentos de la defensa y las airadas requisi- 
toria~ del Ministerio Públi~o"?~ En 1909 sostuvo Demeaio Sodi que se 
dejaban Uevar por impresiones, de ahí que los procesados, sabedores de 
"que la mitad del éxito depende de la simpatía que puedan inspirar al 
tribunal", solieran alquilar ropa para el día del juicio, y que -siguiendo 
con la descripción del autor- las mujeres se presentaran con escapularios 
y cintas de medidas de santos, y, de ser posible, con niños propios o 
alquiladas, a quienes pellizcaban con el fin de hacerlos llorar y lograr 
que los conmovidos triburios emitieran un veiedicto £av~rable.~Vor su 
parte, en 1929, Isaac Olivé recordó a sus lectores: 

en los casos de Alicia Olvera, Magdalerla Jurado y otras que debieron se1 
castigadas y no !o fueron, ln campaña periodística aates y durante el jurado, 
emprendida a favor de ellas por ios defensores, fue tan intensa y tendenciosa 
que la opinión pública se desoriencb respecto a las condiciones en que se co- 
metieron los deíitos, y como de ella tenían que salir las personas que integrarían 
el jurado, este ya llevaba muchas probabilidades de equivocarse, aunque 
estuviera integrado por personas honorables y j~s t a s . '~~)  

Mis tarde, en 1941, Alejandro Quijario sostuvo que los grandes 
defensores influían Fácilmente en los jurados, a quienes calificó como 
"geiite las más veces indocta, fácil de ser encandilada con el señuelo de 
la palabra bella y bellamente dicha".lO' Federico Sodi coincidió con il, al 
suponer que los casos se decidian por la pericia de los abogados y su 

capacidad para manipular a los testigos e impresionar a los jurados con 
sus alegatos finales; como ejemplo narra, entre otros, el caso de Nydia 

Martínez, E. A., "El jurado. .." ch., núm. 34, p. 1. 
Y+ Sodi, D,, E1 Jurad o... iit., pp. 133-134 
lW' Olive, Icaac. '1.a nueva Icy Organica y de Pracednrnicntos PenalesJ', en Las Tribunaks, VI1 

(núm. l), noviembre de 1929, pp. 36-42. 
'O' Tomado de Ceniceros j .  A., ">Qué opina.. ." (ir., p 20 



Camargo, y sostiene que la acusada tenía todo en su contra, pero fue 
salvada por el "efecto hipnóticoJ' que su defensor, Querido Moheno, 
ejercía sobre el jurado. Tras su alegato final, el público estaba enloque- 
cido: aplaudía estrepitosamente y lanzaba gritos de entusiasmo 
reclamando la absolución de la procesada; con las vivas a Moheno, se 

mezclaban las vivas aI jurado, como si éste ya hubiera dictado su vere- 
dicto, y la palabra constante, repetida por todo el público a u11 ritmo 
regular era: iAbsolucióni jAbsolucióni iAbsoluci6n! Corno las porras 
de un partido de fútbol. 

Consigna que resultaron inútiles los esfuerzos del juez por poner 
orden, y los del fiscal -el propio Federico Sodi- para ser escuchado 
y refutar los argumentas de la defensa. Y, como era de esperarse, los 
jurados declararon que la acusada había dado muerte a su amante en el 

ejercicio de un derecho legitimo, veredicto que obligó al juez a ponerla 
en liberrad.i02 

Hasta aquí los argumentos que atribuyeron los "errores" de los 
jurados a su falta de pericia y que, con ello, defendían su exclusión de la 
practica judicial. Algunos no pelisaron en orra posibilidad, pues creían 
en una idea de la justicia compartida por toda la sociedad, y en una 
moral universal. En 1897 El Imparcial suscribió: 

Se nos dirá, en roda sociedad hay diversos grupos, con distintos cnte~ios, 
enconrradas aspiraciones, diversas tendencias, etc. La justjcia del dependiente 
de xio importa que establecimiento cnrnercial que hurta bonitamente a su 
patrón lo que encuentra a Ia mano, no es la justicia del cajero de un bailco; 
la jusúcia del filósofo no es del mendigo, ni la del socialista en la misma del 
hombre acaudalado. A esto contestaremos que aunque el hecho es cierto, 
existe una numerosa clase a la que son comunes las ideas de lo malo y 
de lo buello, de la vixtiid y el vino, del delito y de la honradez, porque 
ésras ideas esan basadas, no en Iucubraciones intelectuales, no en Formulas 
metah'sicas sino en hechos positivos, en bie~ies reales quz se traducen (. . .) 
en derechos iridividuales reconocidos como tales en todos los grupos 

1117 humanos: la vida y 10s intereses. 

Irl: 
11i3 Sodi, F., El /ur~r i t )  .... ?p. 151-152 

"A proposir* dcl jriradn. La suciedad y la lusticia" en El Impar'i,i/, 37 de noviembre de 1897, 
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Los redactores del diario hablaban de una rnayoria, pero otros 
autores pensaron en la totalidad. En 1928, Querido Moheno sostuvo 
que el jurado respondía al "criterio social reinante" o reflejaba "la 
conciencia social";lO' en 1931, Alfonso Ramirez decía que reflejaba "la más 
acabada expresión de los sentimientos de justicia en un momento 
determinado",lo5 y en 1961 Federico Sodi consideró que constituía el 
"termómetro de la moral social".1o6 

Otros pensaron que los jurados se alejaban de la letra de la ley, pues 
no comulgaban con las ideas o los valores de los legisladores. Así, algunos 
dejaron de pensar que los jurados respondían a una "moralJJ o a una 
"conciencia social" sin apellido, y pensaron que obedecían a las ideas y 
los valores del "pueblo". Como ejemplo tenemos un relato de Federico 
Sodi, quien, al término de un proceso, le transmitió a José María Lozano 
su convicción de que un reo seria condenado, cosa que su jnterlocutor 
negó, para luego pregu~~tarle: "?Se dio cuenta usted de quien era entre 
los espectadores el que aplaudía más frenéticamente las imbecilidades y 
cursilerías que soltaba el defensor del reo+" Habia sido nada menos que 
el chofer del propio Lozano, por lo que éste concluyó que su empleado 
estaba a favor de la absolución y que también lo estarían los jurados, pues 
provenían del mismo sector social y cultural. Tenia razón, pues el proce- 
sado fue declarado in~cente.''~ En el mismo sentido apunta la narración 
de Armanda 2. Ostos, quien defendía a un acusado de homicidio y que, 
tras la absolución se dirigió a uno de los jurados con el fin de averiguar 
si había sido su alegato el factor determinante, pues estaba muy satisfecho 
con su discurso final, a lo que el txibuno contestó: 

Usted estuvo bien, pero no lo absolvimos por eso; le dimos su libertad al 
reo porque el rnuerro era muy pendenciero, siempre andaba con cuchillo, 
a todos quería matar, los tenía "acochinadoc"; en esra ocasión, le tocó la de 
perder, el acusado fue más listo, no se dejó matar; en Fin, seíior, le dimos su 
libertad, porque ese es el sentir del puebla de ~ o c h i m i l c o . ' ~ ~  

-.. . --- ,.-- - - 

l W  Mohcno, O., Procesas célcbrcs.. . cit., pp. 25 y 29. '" Rarnírez, A. Fa, "1 recrablecimiento.,.' cil., p. 15. 
Sodi, F., Ellurado ... cit., p. 32. 

'O7 Ibidcm, p. 266. 
'O8 Ostos, A. Z., "E1 jurado Popular ..." riz., p. 88. 



Eduardo Pallares concluyó, en 1931: "la sociedad mexicana extraña 
al jurado popular porque la justicia que él impartía, se armoniza 
completamente con la especial psicología de nuestro puebl~".~" 

Otros dejaron de referirse al pueblo para hablar simplemente 
de ideas alternativas. En 1894 Emilio Rabasa concluyó: "si el jurado da en 
absolver a los acusados por cierta clase de delitos, es porque la pena es 
excesiva en el cornun ~entir. '!~ Años después confirmó esta idea Fede- 
rico Sodi, quien relató e1 caso de un ladronzuelo que una mañana se 
había introducido por el balcón de la casa de una mujer y se había 
apoderado de una pequeña cantidad de dinero que se encontraba en un 
ropero abierto, lo que había hecho porque su mujer estaba a punto 
de parir y él no tenía dinero para pagar el médico. El delito correspondía 
a un robo cometido en casa habitación y se penaba con 6 6 7 años de 
prisión, pero, ante dicha perspectiva, el jurado prefirió absolverlo, es 
decir, a pesar de que estaba convencido de su culpabilidad no 
consideraba que la pena que le esperaba fuera la que merecía por el 
delito cornetido.lll 

Algunos incluso pensaron que podía responder a una diferente 
concepción de la justicia o a la presencia de las ideas propias de la 

escuela positivista que, como ya dije, consideraba esencial considerar 
la personalidad del delincuente y se alejaba de la legislación, que sólo se 
fijaba en el delito, y creyeron que los tribunos podian resuItar más 
sensibles a las características o a la peligrosidad del criminal. En 1906 
El Imparcid sostuvo que la superioridad del jurado por sobre otras 
instituciones corisistia en su "plasticidad, que le permite adaptar 
sus fallos á todas las exigencias del medio ambiente y á todas Ias con- 
diciones del criminal y de su crirnen",ll' Para ilustrar esta idea existe 
otro ejemplo aportado por Federico Sodi. 

----- 

'm Pallares, E., "El jurado popular" ~ir.. p. 4. 
111) 

Rabasa, Emilio, "Deberes de los jurados", en Revista dc LepralacrLin y Junbprudcn~~a. Prunera época, 
1, enero-junio ue 1894, pp. 193-196. "' Sodi, F., El jurrrdo.. . cit., p. 32. 

112 "El jurado popular", en El Imprrrcial, 2 de  enero de 1906. 



La ley establecía que si dos individuos robaban a un hombre su 
cartera, en las mismas circunstancias y con la misma intencion y, por 
tanto, con idéntico dano a la comunidad, pero uno de ellos había dado 
con la cartera de un hombre rico y el otro sólo había encontrado algu- 
nas boletas de empeño, al primero se le castigaba con varios afios de 
cárcel y al otro con sólo dos meses. Según este autor, ello no convencía 
al jurado popular., que consideiaba la intención y "tornaba muy en cuenta 
la personalidad psicológica del delincuente", basándose en "pequeños 
detallesJ1 "que sólo se captan y se transmiten de espíritu a espl'ritu 
humano".'13 

Ahora bien, la convicción de que la justicia podía rebasar a la ley o 
de que los jurados podían alejarse de la legislación por profesar ideas 
o valores alternativos fue recibida e interpretada de manera muy diferente 
según Ia época. En el siglo XIX lo que estaba en juego era qué código de 
conducta y de valores debia predominar al regular lo permitido y lo 
prohibido: el de los sectores dominantes -representado por 13. legislación- 
o el de los otros grupos sociales -específicamente el del "pueblo1'-, que 
era considerado bárbaro, atrasado e incivilizado, y que, por supuesto, no 
se creía apto para regir la ley ni la justicia, por la que se deseaba evitar 
que emergiera a través de la acción de los tribunos. 

El temor de que así sucediera se refleja en la pregunta de Demetrio 
Sodi: $ 2 ~ 6  pasa si la declaraci8n de culpa o inocencia, que entra en lo 
moral, contradice a lo jurídicoc, y en su respuesta: "la moral de 12 jura- 
dos reemplazai-á al dere~ho"."~ También se nota este miedo en los escritos 
de diversos autores. Por ejemplo, en 1827 José María Luis Mora defendía 
la necesidad de que los tribunos se eligieran exclusivamente dentro 
de los propietarios, pues consideraba que, de Io contrario, se corría el 
riesgo de que se identificaran con el delincuente en lugar de actuar en 
defensa de los "intereses legítimos de la s~ciedad"."~ E11 1878 Alberto 

- -- -- - - -- - 

"' l/?idern, pp. 220-221. 
'14 Sodi, D., ElIrra~do ... Li : ,  p. 894. 
"' Mora, J. M L., "~iserración.. "'ir, p. 528. 



Salinas y Rivera consignó el caso de un hombre que había intentado 
introducirse en la habitación de su novia para terminar con su honra, 
y que había sido absuelto por el jurado, lo que calificó como erróneo e 
inadecuado y atribuyó a la ignorancia de los tribunos, argumentando 
que en el juicio: 

se trataron cuestiones que no estaban al alcance de la mayor parte de los 
individuos que formaban el jurado; se habló de santidad del hogar doméstico, 
del honor de la familia, del amor puro y de los sentimientos de honradez; 
todo esto no está (...) al alcance de nuestro pueblo; en lo general no conoce 
mas lazos de la familia que la conveniencia y el placer material; la santidad 
del hogar le es totalmente desconocida, porque esta es incompatible con el 
amancebamiento; su honradez es relativa a sus poderes e instrucción; 
educada en la ignorancia y el abandono, todas sus aspiraciones tienen por 
punto de vista la pulquería y la taberna . . .'l6 

Salinas concluyó que el jurado no debía conocer de los delitos contra 
el honor. Por su parte, en 1880, Emilio Monroy acusó a los jurados de 
simpatizar y absolver a los acusados de homicidio y a los de lesiones, lo 
que atribuyó a la falta de respeto a la vida que prevalecía en el país.l17Más 
tarde, en 1909, Demetrio Sodi pensó que en cada ladrón "el jurado podía 
ver, a una pobre víctima de la injusticia social que hay necesidad de 
salvar, porque las leyes que condenan al supuesto ladrón, no hacen otra 
cosa que justificar el despojo que han cometido los ricos explotadores del 
pueblo".'18 

Diferente fue la postura de los autores que escribieron después 
de la Revolución, quienes incluso le dieron una carga positiva al 
alejamiento. En 1934 Julio Miranda y Mariscal afirmó que era necesario 
que el criminal fuera juzgado con valores iguales a los del criminal mismo, 
y calificó como 

imposible que un juez, persona influenciada por los conocimientos jurídicos 
que tiene, por el medio en que vive, por la educación y la moral que se le 
ha dado, pueda comprender y juzgar con equidad y verdad el delito cometido 
por otro hombre, de una educación absolutamente diferente a la suya, con 

116 Salinas y Rivera, J. A,, "Un jurado ... " cit. 
117 Monroy, E., "Jurados ..." cit., núm. 24, p. 1. 
'18 Sodi, D., Elbrado ... cit., pp. 400-401. 



una moral nacida del medio en que se ha crecido con instintos desarrollados 
de acuerdo con la vida que ha llevado.. .llg 

Tampoco les preocupó a estos autores la distancia entre ley y justicia 
-la que incluso aplaudieron- pues creyeron que el jurado podía corregir 
sus deficiencias. Esto coincidió con la crítica a la rigidez del Código Penal 
y a que basaba la penalidad en el delito, considerado como un ente. 
En 1894, E. M. de los Ríos sostuvo que la ley positiva no podía hacer oña 
cosa que establecer reglas generales y, cuando más, prescribir sobre 
algunas circunstancias particulares, por lo que se le escapaban muchas, 
y era necesario que los jurados cubrieran esos huecos,120 Más tarde 
Ricardo Rodríguez expresó que la literal aplicación de la ley era un peligro 
"porque la inmensa variedad de las acciones humanas, no podrá jamás 
ocupar lugar en el estrecho cuadro de los artículos de un código penal", 
y sostuvo que, por razones de equidad, a veces convenía separarse del 
texto legal. Ai respecto suscribió: "la individualización del delito como 
función principal del jurado, viene a corregir este mal, es el único tribunal 
que en casos determinados, puede atenuar los errores de la ley, la que no 
podría ser reformada a cada momento por el legi~lador".'~~ Partiendo de 
estas ideas, en 1894 Emilio Rabasa atribuyó a la institución una "nueva 
utilidad": señalar el camino que la legislación debe seguir, en opinión de 
la misma sociedad interesada.lZ2 

En 1922 José T. Palacios y Pelayo explicó que "para hacer justicia no 
basta aplicar el texto Erío, rígido e inmutable de la ley, sino que es necesario 
amoldarlo a los diversos casos, teniendo en consideración los móviles del 
delincuente, su estado psicológico". Afirmó también que, aunque 
cometieran el mismo delito, existían diversos tipos de delincuentes, y 
la ley no podía contemplarlos a todos, y concluyó que para remediar 
esta laguna, "se ha creado la más grande, más equitativa, más humana" 

119 Miranda y Mariscal, J., Necesidad ... cit., p. 29. 
12' De los Ríos, E. M. "La institución del jurado en materia criminal", en El Foro, año XI ,  XX (núm. 

77), 26 de abril de 1883, pp. 306-308. 
12' Rodriguez, R., Elpmceditniento ... cit, p. 418 y Leyes ... cit, p. 69. 
122 Rabasa, E., "Deberes ..." cit., p. 196: 



de las instituciones: el jurado popular.'?'Para terminai, Armando Z. Ostos, 
en 1931, sostuvo que se oponiaan a la justicia popular los que se decían 
frp~eparado~", '10s teorizantesJJ, pvrque creían que eran los únicos "que todo 
Io saben, que todo lo pueden, que todo lo salvanJJ y consideraban que 
"todo se ha de resolver con la teoría, con la métrica, como si en el campo 
de la penalidad pudiera aplicarse sin peligro una regla constante y rígidaJ', 
co~lcluyendo que si la ley debía establecer lo general era rarnbién necesario 
permitir que el juzgador considerara cii-cunstancias particu1ares.l2' 

En conclusión, con el paso del tiempo se rebatieron los argumentos 
que identificaban al jurada con las instituciones liberales y se cuestionó 
su viabiIidad en ivléxico. Al mismo tiempo se esgrimieron argumentos 
en contra y a favor de la institución. Las detractores cuestionaban la. 
pericia del jurado y defendían la superioridad y especialización de los 
jueces; atacaban las "erróneas" e "irracionales" decisiones de aquél y esta- 
ban en contra de cualquier alejamiento respecto a la ley, pues temían 
que las distancias reflejaran visioiles, sentimientos, psicologías o valores 
característicos del "pueblo mexicano", con lo cual se atentaba contra la 
supremacía de los intereses, el proyecto, las ideas y la moral de los grupos 
dominantes. Los defensores aludían a la honradez y moralidad de los ju- 
rados, y creían que para juzgar los hechos no se requería pericia, además, 
que los tribunos tenían la misma posibilidad de errar que los jueces 
profesionales, pero eran más sensibles a las particularidades del criminal 
y, en general, que estaban más cercanos a los valores de los criminales y 
por tanto eran más aptos para juzgarlos con equidad. Par todo ella, tras 
la Revoluci6n, se les confería la capacidad de alejarse de la letra de la 
ley, e incluso de reorientar la legislación. 

CONSIDERACIONES FINALES 

En 1929 se suprimió el jurado popular para delitos del fuero comúri. 
José Alrnaraz justificó la decisión aludiendo a la superioridad de los 

123 ralacios y I'eictyn T.. El jriiaeIL~ í , i~~ /~r r l r i r . .  . iit., p. 23. 
174 Oscos, A. Z., "Ei Jurado Popular. .."  ir., p. 34. 
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jueces profesionales, quienes, en su opinión, tenían una mejor fornlación 
intelectual que los jurados -que no tenían preparación alguna-, eran 
designados tras una amplia reflexión y con justificación de su competencia 
-mientras que los uibunos eran designados al azar-, cuidaban sus fallos, 
ya que tenían una reputación y una profesión que defender, y los emitian 
con base en su experiencia y su pericia, lo que no tenían los aficionados 
al emitir fallos irresponsables y sin sustento. Además, le resultaba 
paradójico que, considerando este panorama, el veredicto de los jueces 
profesionales estuviera sujeto a la apelación mientras que las decisio- 
nes de los jurados -más susceptibles a la aberración y al error- eran 
consideradas como  irrevocable^."^ Como puede observarse, no se trataba 
de ideas nuevas, sino de argumentos que ya se habían manifestado en 
años anteriores. 

La supresióil se justificó aludiendo también a una serie de "abso- 
luciones escandalosas" registradas en la última década, entre ellas, las 
de las "autoviudasJ1. Se trataba de María Teresa Morfin, Nydia Camargo, 
Alicia Olvera, Magdalena Jurado y María Teresa Landa, todas ellas acusa- 
das del asesinato de sus maridos o amantes, y que se presentaron ante 
los tribunales vestidas de luto, adoptando la posición de víctimas, y 
argumentando que habían actuado en defensa de su honor mancillado 
o en reacción a los maltratos inferidos por su pareja. El jurado las absolvió y 
los juristas consideraron que sus decisiones habían sido erróneas 
e injustificadas. Dado que se trataba de casos que la prensa siguió muy 
de cerca, se les unió "la opinión públicaJ1. Sin embargo -como años atrás 
lo había denunciado E/ Foro- no era la primera vez que los detractores del 
jurado, secundados por la prensa, se valían de veredictos dudosos para 
exigir el fin del tribunal.''" 

Así, ni los argumentos ni los reclamos que justificaron la supresión 
del jurado fueron nuevos, por el contrario, se habían expresado casi desde 
los orígenes de la institución. De ahí que -sin menoscabar el peso que 

175 Tomado de Duarte Pochas, F., ]llldri0 Poplililr. . bit., p. 40. 
1 S6 "Deberes del juez como presidente de los debates .." tii. 



la visión de los operadores del derecho y la opinión pública pueden tener 
en la reforma legal- no podamos explicar la decisión de 1929 con base en 
un cambio de ideas o como resultado de denuncias originadas a partir 
de sucesos coyunturales. Sin embargo, si consideramos que estas ideas 
e incluso que las queias contra los veredictos del jurado venían presen- 
tándose desde mucho tiempo atrás, podemos considerar que en ese 
momento triunfó o se impuso el punto de vista de una corriente de opinión, 
y entonces sí resulta viable considerar al factor ideológico como uno de 
los elementos que incidieron en la abolición del tribunal, pero no como 
el único, pues resulta necesario atender a consideraciones de orden 
político y social. 

En conclusión, considero que tanto la instalación como la supresión 
del jurado para delitos comunes responden a proyectos, debates y 
problemáticas de amplio alcance. En lo político, su existencia depende 
de la centralización o descentralización del poder, y del reforzamiento o 
adelgazamiento del Estado; de la división de poderes, y de la autonomía 
otorgada al Judicial o la intervención del Ejecutivo en el nombramiento 
y en la práctica de los jueces; de la monopolización o partición de las 
tareas encargadas al Estado o al "pueblo soberano", y de la eliminación 
o aceptación de los particulares en la formulación y aplicación de la ley; 
así como, por último, de los alcances o límites de la participación 
ciudadana. 

En lo social, la institución depende de la mayor o menor profundidad 
en la división de clases o la repartición del ingreso, pues ello determina 
la viabilidad o inviabilidad de la paridad de los juzgadores. 

En lo ideológico, el jurado se relaciona con la concepción del 
"pueblo" y la existencia o inexistencia de prejuicios sociales y raciales, que 
pueden limitar la participación ciudadana en todos los ámbitos de la 
vida política y social y propiciar la marginación de los grupos mayoritarios 
y de su cultura y valores. Asimismo, adentrándonos en las ideas sobre 
la justicia, la existencia del tribunal depende de la admisión o rechazo de los 
particulares en el ámbito judicial; de la equiparación entre la ley y la 
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justicia o de la posibilidad de que la justicia vaya más allá de la ley; de 
la igualdad jurídica con base en el delito cometido o de la individualización 
de la pena en razón a la personalidad del criminal y, a partir de ello, de 
la selección de los individuos que pudieran estar más capacitados o 
resultar más sensibles, tanto para aplicar una justicia igualitaria o para apre- 
ciar y considerar las diferencias y, con ello, de los más aptos para convertir 
a la justicia en una tarea equitativa. 
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ANEXO 11: LMPORTANCIA Y ATRIBUCIONES DE JUEZ Y JURADOS 
(1869 - 1929) 

Atribuciones del juez de hechos 

Atribuciones de los jurados 

IRWOCABIL~DAD 

DEL VERmlCTO 

X 

PERDW 

1869 - 1880 

COMPRENCB DEIERMIEJAR 
EL 

Y h ~ ~ i h ~  ATENVANES 
(SEGÚN PEI~AI~D~P - MOS DE PRISI~N)  

Más de dos 2 años X X 

1880 - 1903 Más de dos 2 años X X 

1903 - 1907 Más de 2 años, con excepción de delitos especiales X X 

1907- 1919 / Más de 6 años, con excepción de los delitos especiales X 

1319 - 1922 

1922 - 1929 

X 

Más de 2 años con excepción de los delitos especiales 

Más de 5 años, con excepción de los delitos especiales 

I I 

X 

X 



ANEXO III: DEBATE EN TORNO AL JURADO POPULAR 
(1857 - 1941) 

h G V M W O S A M M 3 R  

La institución del jurado es aplicable en Mé~co .  
De los Rios, 1883. 

El jurado es una institución esencial a la democracia. manifestación de la "soberanía 
popular" y encarna el derecho del pueblo a administrar justicia. 
Laglois, 1856; Mata, 1856; y Ricardo Rodríguez, 1900 y 191 1. 

El jurado defiende las librrtades individuales y constituye un obstáculo a la tirani'a 
y a la opresión. Laglois, 1856. 

E1 jurado garantiza la honradez y la imparcialidad de los juzgadores, y con ello su 
independencia y la del Poder Judicial. 
Mora, 1827; Mata. 1856; Lornbardo, 1880; PortilIo, 1880; Rodríguez, 1900 y 1911; 
Ramos Pedrueza, 1922; Duarte Pochas, 1934; Miranda y Mariscal, 1934; y F. Sodi, 
1961. 

~ G U M O S  W CoMRh 

La institución del jurado no es viable en México ni compatible con el pueblo 
mexicano. 
Vallarta, 1857; Martínez, 1897; EI Imparcial, 1908; E. Paiiares, 1932; y Quíjano, 1941. 

El jurado no es una institución esencial a la democracia, no manikesta ni la 
"soberanía popular" ni la 'conciencia pública", ni constituye la vía por la cual 
el pueblo ejerce su derecho a incidir en la administración de justícia. 
Ignacio Vallarta, 1856; y Martínez, 1897. 

El jurado no levanta una barrera a los abusos del Ejecutívo. 
D. Sodi, 1909. 

El jurado no garantiza la honradez ni la imparcialidad de los juzgadores. Los 
jurados son manipulados por los jueces de derecho. 
D. Sodi, 1909; y Pardo Aspe, 1941. 

El juicio por jurado garantiza la igualdad, pues los delincuentes son juzgados por 
sus pares (y no por jueces ajenos a sus experiencias, ideas o moral). 
Portillo, 1880; Ostos, 1931; E. Pallares, 1931; Miranda y Mariscal, 1934; y F. Sodi, 
1961. 

1l jurado constituye una escuela cívica. 
Zavala, 1831; Segura, 1877; y Portillo, 1880. 

El jurado garanka la oralidad y la publicidad del proceso. 
Pomllo, 1880; Ostos, 1931; y Ramírez, 1931. 

E3 juicio por jurado no garantiza la igualdad, pues los delincuentes no son juzgados 
por sus pares. 
El Bien Social, 1895; Miranda y Mariscal, 1934; y Roldán, 1938. 

Incluso implica desigualdad, pues contempla la existencia de diferentes tribunales 
y procedimientos para diversos tipos de delitos y delincuentes. 
Pardo Aspe, 1941. 

El jurado constituye una escuela del crimen. 
De Campo, 1890. 

El jurado no garantiza ni la oralidad ni la publicidad del proceso. 
D. Sodi, 1909. 



~UMENTOS A FAVOR 

Los jueces también incurren en errores judiciales, y el jurado no es "una máquina 
de absoIucionesn 
De la Sierra. 1880; Gamboa, 1896; Pardo Aspe, 1941; y F. Sodi, 1961. 

La pericia es necesaria para fungir como juez de derecho, no para fungir como juez 
de hecho. 
Mora, 1827; Mara, 1856; Rodríguez, 1900 y 1911; El Imparcial, 1907; Palacios y 
Pelayo, 1922; Ostos, 1931; y F. Sodi, 1961. 

Los veredictos del jurado no obedecen a sentimentalismo, prejuicios, primeras 
impresiones; ni al influjo de los alegatos del fiscal o la defensa. 
Ramos Pedrueza, 1922. 

El jurado señala el rumbo que debe seguir la ley. 
El jurado es sensible a las características del criminal y con ello puede cubrir las 
deficiencias de la ley o avanzar hacia la individualización de la pena. 
Portillo, 1880; De los Ríos, 1883; Rabasa, 1894; El Imparcial, 1906; Palacios y 
Pelayo. 1922; Ramos Pedrueza, 1923; Lozano, 1929; y F. Sodi. 1961. 

Los jurados expresan la *moral" o la 'conciencia" públicas y juzgan en consecuencia. 
Así, expresan y comparten las experiencias, ideas y valores comunes o, al menos, 
las del sector social al que pertenecen los criminales. 
Mata, 1856; Palacios y Pelayo, 1922; Ramos Pedrueza, 1922; Moheno, 1928; 
Ostos, 1931; E. Pallares, 1931: Ramírez, 1931; Miranda y Mariscal, 1934; y F. 
Sodi, 1961. 

ARGUMLV~OS EN CONTRA 

Los jurados incurren en una alta proporción de errores judiciales, muchas veces 
tendientes a la absolución de los procesados. 
Magistrados del Tribunal Superior de Justicia del D.F., 1880; D. Sodi, 1909; y E. 
Pallares, 1931. 
Y las decisiones del jurado son inapelables, por lo que no hay posibilidad de dar 
marcha atrás a errores judiciales D. Sodi, 1909; y Alrnaraz, 1929. 

La pericia es necesaria para el juicio criminal, induyendo la apreciación de1 hecho. 
D. Sodi, 1909; y Ceniceros, 1941. 

Los jurados actúan con base en sentimentalismo, prejuicios o primeras impresiones. 
Monroy, 1880; y Martúlez, 1897. 

Los veredictos del jurado se ven iduenciados, e incluso determinados, por los 
alegatos de los abogados o por la actitud del público. 
Martínez, 1897; Olivé, 1929; Quijano, 1941; y F. Sodi, 1961. 

El jurado es un obstáculo para la individualización de la pena, que sólo puede 
efectuarse en razón al conocimiento del criminal y con base en conocimientos 
médicos y sicológicos. 
Ceniceros, 1941. 

Los jurados no expresan la "moral públican, que no es única. Expresan una moral 
particular, propia de los sectores populares, ajena a la legislación y perjudicial a la 
justicia. 
Mora, 1827;Valíarta, 1857; Salinas y Rivera, 1878; Momoy, 1880; y D. Sodi, 1909. 
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